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SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el 
gusto de recibir a la delegación de funcionarios no docentes de la Dirección Nacional de Deporte, 
integrada por los representantes de AFEF, la doctora Rosina Vaccaro y el señor Raúl Lago, y por la 
arquitecta Nora Caccia Villani. 


SEÑORA CACCIA VILLANI.- Venimos aquí a exponer dos puntos. 


En primer lugar, queremos hacer un planteo un poco atípico, porque no refiere a la Rendición de Cuentas que 
está en proceso, sino a un problema que ustedes ya resolvieron en la Ley de Presupuesto, y tiene que ver con 
las personas que han sido declaradas excedentarias por la Ley_N* 16.736. Se trata de aquellos funcionarios 
excedentarios que, luego de estar en su casa y de no ser reclamados por ningún organismo, quedaron sin la 
posibilidad de reincorporarse a ningún organismo del Estado. Según hemos podido saber, el único organismo 
que mantiene personas en esa situación es el nuestro, la Dirección Nacional de Deporte; tratamos de indagar 
al respecto, pero no logramos conocer otra situación similar. 


Antes de la aprobación de la Ley de Presupuesto vinimos a hablar con ustedes y tuvieron la amabilidad de 
procesar este asunto e incluirlo en la discusión, aprobando el artículo 48 de la Ley_N* 18.719. Ese artículo 
permite la reincorporación de estos funcionarios excedentarios, estableciéndose una cantidad de limitaciones, 
como la edad, la condición de que el organismo los acepte y con la presentación de un informe obligatorio, 
preceptivo y vinculante de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Hemos cumplido todo esto para los 
veintinueve compañeros que están en esa situación, pero una vez que llega al Ministerio de Economía y 
Finanzas, se nos dice que tal como está redactado, el artículo que fue aprobado es inaplicable, . 


En el texto del artículo se establece que no se podrán usar fondos presupuestales ni de caja. El decreto 
reglamentario repite lo dispuesto en la ley, ya que establece que no se podrán usar fondos presupuestales ni 
de caja e, inmediatamente, explica cómo hacer para reincorporarlos -adjuntamos el decreto a la 
documentación que entregamos a la Comisión-, determinando que hay que utilizar vacantes del organismo y 
transformarlas. Todo eso se hizo, elaborándose un informe sobre las vacantes a utilizar, pero el Ministerio de 
Economía y Finanzas dijo que en el momento en que el legislador estableció que no se podrían utilizar 
fondos de caja, se quitó la posibilidad de aplicar ese artículo, por lo que ese artículo es letra muerta, no es 
aplicable. Ese artículo es como disponer que se puede pintar de rojo, pero sin utilizar ningún tipo de pintura 
roja. 


Entonces, hay una contradicción: hay una voluntad expresada en el artículo que aprobaron los legisladores, 
hay una voluntad expresada en el decreto reglamentario, hay una forma presupuestal establecida para hacerlo, 
pero cuando esto llega al Ministerio de Economía y Finanzas, este expresa que nada de eso se puede aplicar. 


Queremos saber cómo se puede solucionar este problema, si se debe hacer a través de una ley interpretativa 
que forme parte de esta Rendición de Cuentas para dar libertad de aplicar lo que ustedes aprobaron o si 
deberán hablar con el Poder Ejecutivo para saber qué está pasando con ese artículo. Lo único que pedimos es 
que se aplique ese artículo; se cumplieron todos los requisitos. 


Ese es el principal motivo por el cual solicitamos concurrir en forma urgente. 


En segundo término, queremos recordar que el nuestro es el único organismo público que aún no tiene 
estructura. La vieja Comisión Nacional de Educación Física en ocho años estuvo en tres Ministerios y nunca 
se pudo aprobar una estructura. No fuimos incluidos en la tanda de los tres primeros organismos a 
reestructurar, pero tampoco se ha cumplido. Por lo tanto, pensamos que durante este período seguramente no 
tendremos una reestructura. En este momento, nuestros compañeros llevan casi veinticinco años sin 
estructura. Cada vez que se pide a la Oficina Nacional del Servicio Civil la posibilidad de realizar concursos 
de ascenso, la mayor parte de las veces nos contesta que al no tener estructura, no podemos hacer el 
concurso. Por lo tanto, tenemos compañeros que prácticamente tienen veinticinco años de carrera que no han 
podido concursar por ascensos. O sea que a los bajos sueldos, se suma la imposibilidad de acceder a la 
carrera funcional. Queremos recordar esto porque, como somos tan insignificantes, a veces es difícil 


acordarse de nosotros, pero verdaderamente es importante para muchísimos funcionarios no docentes -los 
docentes están en otro régimen y pueden solucionar la situación de otra manera-; somos más de cuatrocientos 
funcionarios no docentes que estamos en ese limbo que no se termina de solucionar. Para peor, están estos 
compañeros declarados excedentarios, con quienes nos pasa lo que acabamos de exponer. 


SEÑOR IBARRA.- Para nosotros el artículo 48 del Presupuesto nacional es claro, pero hablaremos con 
las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas para ver qué sucede con los recursos, ya sea 
presupuestales o de caja. 


No obstante ello, me gustaría saber hasta dónde se ha llegado en cuanto a la decisión de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil -me pareció que dijeron que fue adoptada favorablemente-, de cuántos funcionarios se trata 
y de los cargos que tienen. Eso en cuanto a los funcionarios excedentarios, que es una problemática que se 
viene arrastrando desde hace bastante tiempo, que la hemos planteado en infinidad de oportunidades, pero 
que entendíamos que con este artículo estaba solucionado, aunque aparentemente no lo está. 


Con relación a la reestructura, no sé qué conversaciones habrán tenido con las autoridades del Ministerio 
correspondiente y con la Oficina Nacional del Servicio Civil para concretarla. 


SEÑORA CACCIA VILLANL.- La intervención de la Oficina Nacional del Servicio Civil se cumplió tal 
como lo prevé la ley. 


El expediente que salió del Ministerio de Turismo y Deporte es el N” 3132 de 2011, que pasó por la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y fue aprobado. En este momento, si no mediara la decisión del Ministerio de 
Economía y Finanzas, estarían hasta definidas las vacantes a dar de baja para financiar el ingreso de 29 
compañeros, que son los habilitados. En realidad, hay varios compañeros que no van a ingresar porque, 
evidentemente, los que pudieron, solucionaron su vida de otra manera. 


Quiero aclarar lo que sucedió en nuestro organismo. En aquel momento, cuando se aprobó la ley relativa a 
los funcionarios excedentarios -creo que fue en el año 1996-, se eligió para dejar excedentarios a compañeros 
que estaban casi todos en pequeños pueblos, en lugares muy apartados. En ese momento, el gremio no estaba 
funcionando y no hubo ninguna posibilidad de defenderlos ni de que ellos pudieran defenderse de esa 
situación. Muchos de ellos -es por eso que nos preocupamos mucho, aunque a veces nuestro gremio no 
cumple como debería con el interior, como nos pasa a todos en este país porque somos muy centralistas- eran 
personas que ya habían pasado por el trauma de la dada de baja de AFE, de funcionarios excedentarios, 
etcétera. Luego fueron declarados excedentarios, en lugares y a una edad en la cual no es posible encontrar 
otro trabajo. En este momento, muchos de ellos están alambrando, cumpliendo diferentes tareas zafrales o 
viviendo de sus familias. Esa es la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos nota de esta situación y haremos las consultas correspondientes. 
Enviaremos la versión taquigráfica de sus palabras tanto al Ministerio de Economía y Finanzas, como 
al Ministerio de Turismo y Deporte, para ver qué respuesta nos dan al respecto, que también les 
haremos llegar a ustedes. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios no docentes de la Dirección Nacional de Deporte) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a una delegación de la 
Cámara de Zonas Francas del Uruguay, integrada por la contadora Eliana Sartori, los contadores Roberto 
Licio y Víctor Meerovich y Orlando Dovat, y los doctores Carlos Garderes y Leonardo Costa. 


SEÑOR COSTA.- No es la primera vez que estamos aquí para hablar prácticamente de los mismos 
temas. 


En esta oportunidad, nos vamos a referir, específicamente, al artículo 267 del proyecto de ley de Rendición 
de Cuentas enviado por el Poder Ejecutivo, y al contexto de dicho artículo. 


La Ley de Zonas Francas, a nuestro juicio, ha logrado en el país un gran desarrollo de ciertas actividades que, 
de no ser por esta Ley, seguramente, no estarían llevándose a cabo en el país. 


Pero esta ley no solo logró eso, sino también otra cosa muy importante: la localización de inversiones en el 
interior del país, especialmente, en Colonia, Florida y San José, ya que esos departamentos se han convertido 
en polos de desarrollo y de trabajo muy destacables. 


¿Cuál es el origen del problema que el Poder Ejecutivo intenta solucionar con este artículo? La relación que 
existe entre las zonas francas y el resto del territorio. En realidad, cuando la zona franca está dentro del 
territorio, naturalmente, las relaciones comerciales y de servicio se llevan a cabo. Pero esa situación llevó 
hace veinte años a que en la Zona Franca de Colonia se diera algo particular: debido a que había usuarios que 
trabajaban en ese departamento y necesitaban relacionarse con Montevideo por trámites portuarios o 
bancarios, la administración tributaria -a través de una consulta que fue bastante importante- permitió que los 
usuarios de esta zona franca pudieran desarrollar actividades en Montevideo en la medida en que fueran 
auxiliares o colaboraran con la actividad principal. Eso permitió que las zonas francas del interior pudieran 
desarrollarse, precisamente porque se vinculaban fuertemente con Montevideo a través de estos mecanismos. 


Naturalmente, la relación siguió profundizándose en la Ley de Reforma Tributaria, aprobada en 2006. En esa 
oportunidad el legislador entendió que las relaciones entre zonas francas y plaza -por llamarlo de alguna 
manera- estaban sometidas a un régimen de precio de transferencia. ¿Qué quiere decir esto? Se entendía que 
los precios entre esas dos áreas no eran precios de mercado, lo que, naturalmente, determinó que el Poder 
Ejecutivo manifestara que la Administración le debía exigir a estos usuarios un estudio de precio de 
transferencia. Esto se está desarrollando actualmente y, de alguna manera, constituyó la regla de juego. 


¿Por qué nace este problema nuevamente? Porque a partir del año 2011 la administración tributaria comenzó 
a hacer inspecciones a determinados usuarios quienes, precisamente, mantenían la relación a que hicimos 
mención anteriormente, es decir, zona franca con territorio no franco y, básicamente, con clientes de "free 
shop". En realidad, la Administración entendió que, de alguna manera, muchas de las ventas que se hacían a 
los "free shops" no se realizaban en las zonas francas, sino afuera de ellas, en Montevideo. Por supuesto, ello 
llevó a que se tomaran determinaciones tributarias, y los usuarios fiscalizados esgrimieron sus argumentos. 


Este tema fue abordado en varias ocasiones por la Cámara de Zonas Francas del Uruguay con el Poder 
Ejecutivo, concretamente con el Ministerio de Economía y Finanzas y con la administración tributaria. En 
esas instancias manifestamos que, a nuestro entender, cuando las actividades sustantivas se realizaban afuera 
de las zonas francas, las normas vigentes le permitían a la administración tributaria determinar impuestos. En 
realidad, la ley dice que las empresas que realizan actividades en zonas francas solo pueden llevarlas a cabo 
allí, y si las realizan afuera de dicha zona deben ser gravadas. 


Entonces, nosotros entendemos que el marco anterior le brindaba las herramientas necesarias a la 
administración tributaria para tomar medias cuando, a su juicio, hubiera abusos; de hecho, determinó tributos, 
y en la mayoría de los casos se llegó a acuerdos tributarios. 


¿Por qué entendemos que este artículo es inconveniente? Porque creemos que cambia las reglas de juego. 
Además, consideramos que las principales perjudicadas son las zonas francas del interior que, 
desgraciadamente, a pesar de los grandes avances que ha tenido el país con respeto a las rutas y las 
comunicaciones, tienen dificultades para relacionarse con Montevideo y con el resto del país. Este artículo, 
tal como está planteado, lo único que permitirá es realizar ventas FOB en las zonas francas, por lo que el 
individuo tendrá que ir a la zona franca a buscar la mercadería. Nosotros sabemos que esa no es la voluntad 
del Poder Ejecutivo -eso nos consta porque el diálogo que mantenemos es muy fluido- ni la del área de zonas 
francas, que ha controlado fuertemente las llamadas empresas de papel, pero este artículo puede llevar al 
resultado que mencioné anteriormente. 


SEÑOR LICIO.- Considero que este artículo no es necesario, no solamente por todos los argumentos 
que planteó el doctor Costa sino porque, además, plantea que los usuarios de zona franca que quieran 
vender mercaderías a territorio nacional ni siquiera pueden hacer algunas de las actividades que aquí 
se mencionan, como ser la promoción, la exhibición y las cobranzas, que son totalmente inherentes a 
cualquier compraventa. El comercio necesita hacer estas actividades para que se pueda concretar una 
operación comercial. Esto se estaría prohibiendo a un usuario de una zona franca del interior, cuando 


perfectamente una empresa del exterior lo puede hacer. Si yo tengo una empresa situada en China o en 
Buenos Aires -que está a media hora de vuelo, y tal vez el argentino viene más rápido a Montevideo 
que un usuario que está en una zona franca del interior, y lo mismo puede pasar con un brasileño que 
viene a vender sus mercaderías a territorio uruguayo, a plaza- y quiere concretar un negocio en 
Uruguay, es totalmente legítimo y habitual en el comercio internacional y en el comercio local desde 
hace muchísimos años contratar a un comisionista. En este caso, se contrataría a un uruguayo, que 
paga todos sus impuestos, establece una tarifa y una comisión por vender las mercaderías de esa 
empresa extranjera en territorio nacional, y cuando logra concretar determinadas ventas para esa 
empresa extranjera cobra sus comisiones y paga IVA, Impuesto a la Renta, emplea gente, da trabajo en 
el territorio nacional, etcétera. Es una actividad totalmente lícita, que existe en todo el mundo; existe 
en nuestro país y es totalmente deseable. 


Ahora bien, si un usuario de zona franca quiere realizar esta actividad y contratar a un tercero independiente 
en plaza para llevarla adelante, la redacción de este artículo propuesta para la Rendición de Cuentas lo 
prohibiría. Me parece que esto va a contrapelo de la lógica comercial. Si un usuario de zona franca no puede 
salir de allí, cumpliendo lo que establece la ley y lo que interpreta la DGI, y quiere contratar a un tercero 
independiente -no decimos que sea el mismo- no lo puede hacer, aun cuando existen normas al respecto. Uno 
podría preguntarse por qué le prohiben a ese comisionista operar con el usuario. Se nos dice que es porque 
pueden manipularse los precios, pero esto tampoco es posible porque, como decía el doctor Costa, desde la 
aprobación de la ley_de reforma tributaria existen normas de precios de transferencia en el IRAE que impiden 
que el comisionista de una empresa que está en territorio nacional manipule los precios para operar con una 
sociedad de zona franca. Además, esas normas de precios de transferencia entre el comisionista y el usuario 
de zona franca son para todas las operaciones que realice con las zonas francas. Dichas normas son mucho 
más exigentes para un comisionista situado en plaza y un usuario de zona franca que para ese mismo 
comisionista que vende productos de una empresa del exterior. Entonces, ¿por qué vamos a ser más exigentes 
con un uruguayo o un extranjero que instaló su empresa en zona franca, que decidió invertir en Uruguay, 
contratar empleados uruguayos y que está generando valor agregado en nuestro territorio, que con un 
argentino o un chino que viene a vender sus productos al país? Considero que esto sería una inequidad sin 
sentido, ni desde el punto de vista de la justicia ni de la generación de mayores negocios. 


Entonces, si esto es para controlar y para facilitar una actividad de contralor, no nos parece correcto que 
restringir el comercio, que lo único que hace es empobrecer a una sociedad, sea el mecanismo adecuado para 
fiscalizar mejor. Fiscalicemos mejor a través de las herramientas que ya existen y con las que cuentan los 
organismos fiscalizadores para hacerlo, que tienen un elenco muy vasto, sin necesidad de restringir el 
comercio, porque en ese caso lo único que se hace es empobrecer una economía. 


Por lo tanto, abogamos por que se elimine este artículo, porque consideramos que es redundante y, como 
decía el doctor Costa, no agrega mucho. El hecho de que un usuario de zona franca no pueda contratar estas 
actividades con un tercero independiente en territorio nacional es aun más absurdo. 


SEÑORA SARTORI.- Quiero agregar a lo manifestado por el doctor Costa y el contador Licio que en 
las modificaciones introducidas por la ley de reforma tributaria se eliminó el instrumento de la 
sociedad anónima financiera de inversión, conocida como SAFTL, porque por las inhibiciones que tenía 
de interactuar con Uruguay estaba vista por otras jurisdicciones como un instrumento abusivo en 
materia tributaria internacional. Por lo tanto, entendemos que introducir determinadas inhibiciones o 
limitaciones -a nuestro juicio excesivas- a la interacción natural de una empresa o de un usuario de 
zona franca con el resto del Uruguay no franco podría ser visto por los países del exterior que 
confeccionan las denominadas listas de paraísos fiscales o de jurisdicciones de tributación abusiva 
como un instrumento perjudicial, nocivo y que podría ser interpretado de manera negativa para los 
intereses de nuestro país. Además, en los últimos tres años, desde 2009, se ha venido actuando en forma 
intensiva para favorecer la transparencia fiscal internacional y la adecuación de las normas existentes 
en Uruguay a ese contexto de mejores prácticas en materia tributaria internacional. 


SEÑOR GANDINI.- Ahora termino de entender lo que el otro día nos explicaban los representantes de 
las zonas francas del interior. Creo que es muy ilustrativo lo que dijo recién el contador Licio. 


Con este proyecto de ley, esta actividad la pueden hacer en Uruguay zonas francas del exterior y no la 
podrían llevar a cabo zonas francas instaladas en el país. 


SEÑORA SARTORL.- Es así. 


SEÑOR GANDINI.- O sea que podrían venir aquí y por sí, en cualquier oficina de Montevideo o a 
través de un tercero, realizar estas actividades, mientras que una zona franca del Uruguay no lo podría 
hacer. 


Quiere decir que para poder hacer esto, una zona franca instalada en el interior del país tendría que pedir a 
sus potenciales clientes que se trasladaran a territorio de zona franca, que puede estar distante, e inhabilitar el 
negocio. Una vez que se hace el negocio la gente se mueve, pero no lo hace para ver el producto, conocerlo o 
pagar la transacción. Para superar eso con esta norma, ¿qué deberían hacer? Deberían contratar en una 
segunda zona franca que esté en Montevideo. Por ejemplo, deberían tener el depósito, el acopio y los 
procesos industriales que se pueden agregar en cualquier zona franca y, a su vez, una oficina en otra zona 
franca para no salir de territorio franco a efectos de hacer estas operaciones y estar más cerca del cliente. 


Entonces, el problema es que las zonas francas del interior quedan fuera de competencia y pueden verse 
afectadas en el desarrollo de sus negocios, que supuestamente son convenientes para Uruguay. Digo esto 
porque la Ley de Zonas Francas es una iniciativa muy querida para el Partido Nacional y tuvo como 
inspiración la descentralización, es decir, generar en otras zonas del país espacios que permitieran ocupar 
mano de obra e impulsar polos de desarrollo local. Sin embargo, esto generaría que quien se instala en el 
interior debería instalarse, a su vez, en otra zona franca en Montevideo, porque de lo contrario podría quedar 
fuera de competencia. Esto es lo que entiendo. 


Lo que más me impacta es que sí lo pueden hacer zonas francas del exterior que vienen aquí a vender, a una 
oficina de la Ciudad Vieja o a través de un tercero, aun con este artículo aprobado. 


SEÑOR IBARRA.- La explicación que han dado los integrantes de la delegación es muy concreta en 
cuanto a la competencia, en el sentido de que eventualmente zonas francas del exterior pueden utilizar 
el mecanismo adecuado para la venta y no lo pueden hacer zonas francas uruguayas, sobre todo del 
interior. 


Con total transparencia digo que tenía información en cuanto a que la Cámara de Zonas Francas del Uruguay 
estaba de acuerdo con este proyecto y que únicamente algunas zonas francas del interior del país 
cuestionaban el artículo 267. Por lo tanto, hablaremos nuevamente con los responsables del Ministerio de 
Economía y Finanzas sobre este tema, porque la información que yo tenía era totalmente distinta. 


No obstante, me gustaría saber cómo está el diálogo que la delegación expresa que mantiene en forma 
permanente con el Ministerio de Economía y Finanzas, para saber si se ha avanzado en una nueva redacción 
o en la posible eliminación del artículo 267. 


(Ocupa la Presidencia del señor Representante Berois) 


SEÑOR ASTI.- La Ley de Zonas Francas tiene objetivos predeterminados que se han ido cumpliendo 
en el correr de los años. 


A mí entender, no podemos olvidar que lo que estamos haciendo es interpretar los límites que tiene el 
artículo 14. Este artículo es absolutamente taxativo porque dice: [...]"Las empresas instaladas en zonas 
francas no podrán desarrollar actividades industriales, comerciales y de servicios, fuera de las mismas". 


Como recordó el doctor Costa, en la Ley de Reforma Tributaria se tomó en cuenta el tema de los precios de 
transferencia y se estableció un artículo que intentaba reflejar la posibilidad de que las empresas instaladas en 
zona franca pudieran tener actividades fuera de zona franca, aunque obviamente no en el régimen de zona 
franca porque es lo suficientemente excepcional para la competencia con el resto del territorio no franco. 
Esto motivó que en esta Legislatura se presentaran proyectos que trataban de regularizar esa situación, 
derogando ese artículo de la Ley_N* 18.083. También se intentó clarificar cuáles son las actividades 


sustantivas y cuáles no. A su vez, se permitieron algunas operaciones entre usuarios de zonas francas, que no 
estaba establecido en la ley, y de esta manera llegamos a esta redacción. 


A mi juicio, este artículo significa abrir una pequeña ventana, quizás más chica que la laxitud con la que se 
actuó hasta ahora. No obstante, es más amplia que el artículo 14 de la ley original, porque permite que haya 
algún tipo de actividad. El artículo 14 es muy cerrado y forma parte de la ley original que motivó que se 
crearan zonas francas en Montevideo y en el interior. En ese sentido, hay ejemplos muy claros de cómo 
funcionan algunas zonas francas en el interior del país. 


SEÑOR COSTA.- El diálogo de la Cámara con el Ministerio de Economía y Finanzas y con la 
Dirección General Impositiva es excelente. El Ministerio de Economía y Finanzas ha tenido una gran 
deferencia con nosotros. El área de zona franca, en particular a través de su nuevo Director, nos ha 
permitido que este instrumento se potencie a través de la facilitación del comercio y de los trámites. 
Realmente el diálogo es muy bueno. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


En cuanto a este artículo, el año pasado estuvimos discutiendo la posibilidad de que lo sacaran por 
decreto, pero entendimos que esa posibilidad no era adecuada. De cualquier manera, el año pasado, en 
diálogo con el Ministerio de Economía y Finanzas, cuando se propuso un artículo muy parecido a este, 
hicimos llegar nuestras observaciones. Si se dijera que se va a mantener este artículo, hay cosas que nos 
parece que van más allá de lo que creo es la voluntad del Poder Ejecutivo, por ejemplo, el hecho de que no 
permita realizar acciones a través de terceros. En su momento, comunicamos al Poder Ejecutivo que no 
estábamos de acuerdo, porque nos parece que genera efectos indeseados. A su vez, también nos parece 
inadecuado que lo único que puedan hacer en Uruguay sea la cobranza compulsiva. 


¿Qué es lo importante en todo esto? Eso hemos tratado de trasmitirlo al Poder Ejecutivo y al Director de 
Rentas, con quien tenemos el mejor de los diálogos y ha sido muy deferente con la Cámara en todo momento. 
¿Qué es lo que no se puede realizar en plaza? Justamente, el negocio. Es decir que la propuesta y aceptación 
de una compraventa no se puede realizar fuera de zona franca, y la concertación de ese negocio es su razón 
de ser. Estamos de acuerdo con el Poder Ejecutivo en que eso se tiene que realizar en la zona. Lo que pasa es 
que la concertación del negocio tiene áreas auxiliares, como la cobranza que se tiene que hacer 
necesariamente en Montevideo, y llevar una contabilidad y la facturación tiene que realizarse en zona franca. 
Eso no lo discutimos porque creemos que tiene que ser así. Pero vamos más allá: si hay abusos de alguien 
que utiliza la forma de la zona franca y tiene una sociedad en plaza que hace todo eso, como Cámara creemos 
-lo hemos dicho en todo momento- que esas actividades son prohibidas, ya que caen dentro de lo que 
establece el artículo 19. La administración tributaria tiene potestades para determinar impuestos. De hecho, 
los ha determinado en otras oportunidades. 


Entonces, si la voluntad del Parlamento es mantener este artículo, es necesario decir que los cambios van más 
allá de lo que fue el propósito deseado por el Poder Ejecutivo y de lo que es la actividad en zona franca. 
Nosotros no estamos cerrados a que se pueda incluir algo. Lo que nos parece -y se lo hemos manifestado al 
Poder Ejecutivo en todas las ocasiones que estuvimos hablando con la asesoría tributaria y con el propio 
Director de Rentas- es que este artículo, así como está planteado, genera efectos indeseados como venta 
FOB, actividades que no se pueden desarrollar fuera de zona -como llevar una contabilidad, trámites en otras 
oficinas, etcétera-, y la asimetría con las zonas francas del interior. Nosotros siempre hemos apoyado las 
zonas francas del interior y, en particular, la Zona Franca Florida, que es la que ha hecho su propia 
presentación. 


SEÑOR LICIO.- La interpretación que acaba de hacer el señor Diputado Gandini es correcta; estoy 
totalmente de acuerdo. No podemos perder de vista que un comisionista que está en territorio nacional 
-actuando para una empresa extranjera de una zona franca o para una empresa que no esté en una 
zona franca-, está generando trabajo, está pagando impuestos, está generando valor agregado en 
nuestro país, etcétera. Si eso lo hace bien, si paga sus impuestos y si los precios que establece son de 
mercado, el país gana. Pero si le prohibimos que lo haga para usuarios de zona franca estamos 
perdiendo recaudación, estamos perdiendo generación de valor agregado, estamos perdiendo 


empleados, estamos perdiendo aportes al BPS, estamos perdiendo negocios y eso empobrece la 
economía. Esto es solamente para hacer más sencillo el proceso de fiscalización. No veo la ventaja. 


Además, como decía el doctor Costa, la DGI tiene la posibilidad -como ya ha hecho en muchas ocasiones- de 
determinar impuestos para aquellos casos en que los operadores actúen de forma abusiva. 


En cuanto a lo que planteaba el señor Diputado Asti, es verdad que hay una ley bastante concreta respecto a 
que no se pueden realizar actividades comerciales en territorio nacional, y es verdad también que este artículo 
podría arrojar un poco más de luz a lo que se puede y lo que no se puede hacer, pero cuando este artículo 
prohíbe la contratación con un tercero, comisionista, va más allá de lo que establecía la ley original. 


Con la ley original yo podía contratar a un comisionista independiente. Con este artículo no lo voy a poder 
hacer. Con la ley original podía cobrar, porque no era una actividad considerada sustantiva. De hecho, no es 
sustantiva, pero acá se la califica como tal, cuando a todas luces la cobranza no es una actividad sustantiva. 


Además, ¿qué tipo de cobranza vamos a prohibir? Una empresa de zona franca que le vende a una empresa 
local puede cobrar en una cuenta bancaria de un banco de Montevideo. Una sociedad de zona franca puede 
tener una cuenta en un banco de Montevideo. Eso todos lo saben. Entonces, ¿el cliente del usuario de zona 
franca que está en Montevideo puede ir a depositar en la cuenta, pero yo no puedo enviar un cadete a levantar 
un cheque? No tiene sentido. Es tan accesorio que no vale la pena analizarlo. Sin embargo, en la redacción 
del artículo la cobranza -reitero- está siendo considerada una actividad sustantiva, cuando claramente no lo 
es. 


Hay dos cosas muy importantes que este artículo está introduciendo a la redacción original de la ley: la 
imposibilidad de subcontratar con terceros reales, comisionistas, la actividad comercial, y la imposibilidad de 
realizar la cobranza, que es una actividad totalmente accesoria. 


También prohíbe la entrega de mercaderías. Si compro mercadería a una empresa china, esta seguramente me 
la venda con el CIF Montevideo. En el negocio internacional, CIF significa "costo, seguro y flete". La 
empresa china me cobra el costo de la mercadería más el seguro y el flete hasta el territorio uruguayo. Esa es 
una de las formas de contratación internacional más común. La empresa china me entrega la mercadería en el 
Puerto de Montevideo. ¿Por qué una empresa de zona franca no podría contratar en las mismas condiciones 
que la empresa china? La empresa de zona franca perfectamente podría entregar la mercadería en territorio 
nacional. ¿Cómo lo haría? Contratando un fletero uruguayo y una compañía de seguros que paguen sus 
impuestos para que entreguen la mercadería en territorio nacional. No estaría cometiendo ninguna 
irregularidad desde el punto de vista tributario, porque todo lo que se hace en territorio nacional, que es el 
flete y el seguro, no lo paga el usuario sino el que presta el servicio. La compañía de seguros y la compañía 
fletera pagan sus impuestos y dan empleo en Uruguay. No tendría por qué haber diferencia en el tratamiento 
de un usuario y de una empresa extranjera que vende productos al territorio nacional. 


De hecho, cuando se importa mercadería se pagan todos los impuestos aduaneros, ya sea que venga del 
exterior o de zona franca. Si los fletes se realizan en territorio nacional, los va a tener que realizar una 
empresa local. Obviamente, el usuario no va a poder prestar servicio de flete en territorio nacional, porque 
está prohibido, pero debería poder subcontratar el servicio de flete a una empresa que pague impuestos. Este 
artículo estaría prohibiendo eso innecesariamente, ya que no suma valor agregado al país. 


SEÑOR DOVAT.- En mi carácter de Vicepresidente quiero agradecer que nos hayan recibido. 
Pertenezco a una zona franca del interior, bastante distante. 


A la cantidad de argumentos que ya se expusieron, quisiera agregar un tema que está inserto en la 
interpretación del artículo. Cuando en el artículo se habla de las actividades comerciales que no pueden 
desarrollarse fuera de zona franca, en lugar de decir "territorio no franco" dice "territorio fuera de zonas 
francas". Esto puede ser interpretado por las autoridades en el sentido de acotar la actividad de las empresas 
usuarias únicamente al territorio franco, dejando fuera todas las actividades que podrían llegar a realizar en 
terceros países: servicios profesionales o técnicos prestados en algunos casos en terceros países, ser "holding" 
de otras entidades en terceros países, o actividad comercial internacional sin pasaje físico de mercadería por 
territorio franco. El riesgo de esa interpretación genera una incertidumbre bastante importante. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


En este momento, por ejemplo, Zonamérica está en conversaciones con una empresa multinacional de 
origen japonés. Esta empresa vende tecnología médica para laboratorios -equipos de rayos equis, tomógrafos, 
cromatógrafos-, y está interesada en montar su centro de distribución regional allí para países de habla 
hispana de Latinoamérica, así como en crear un centro de distribución. ¿Qué problema tiene esto? El Director 
de la compañía para América Latina me preguntaba si la sociedad anónima de zona franca podrá ser titular de 
las acciones de las filiales que tiene en el resto de los países en Latinoamérica, además de realizar las tareas 
previstas en la propia actividad. Los asesoramientos que están recibiendo dicen que no es aceptado por esta 
interpretación que hoy tiene -actualmente se está interpretando el área de zonas francas que esto no 
corresponde-, porque la frase "fuera de las zonas francas" genera un problema: decir "fuera de las zonas 
francas" es decir el resto del mundo. Además, aquí no podría tener un "holding" como planeaba para todo el 
continente; no podrá mandar técnicos e ingenieros desde sus instalaciones de Zonamérica para prestar 
servicios técnicos sobre los equipos. Disculpen señores Diputados que diga "Zonamérica" porque estoy 
dando un ejemplo concreto de la situación. 


Entendemos que hasta se podrá cuestionar que puedan tener actividad comercial "offshore", intermediando 
en la compraventa de algunos equipos, que no se estoqueen sino que se vendan por proyectos a distintos 
hospitales o laboratorio que se encuentren en cualquier parte; podría ser en el territorio nacional o 
internacional. 


SEÑOR GAMOU.- Quisiera referirme a esta última expresión del contador Dovat. Entonces, una 
posible solución al artículo 267 sería que se estableciera que dichas actividades no podrán desarrollarse 
dentro del territorio nacional, fuera de las zonas francas. 


En ese sentido, quisiera saber cómo es el derecho comparado y si otros países tienen alguna legislación 
similar. 


SEÑOR COSTA.- Sí; eso corregiría el punto a que hacía referencia el contador Dovat. Si es voluntad 
de la Comisión seguir adelante con este artículo, tendríamos algunas sugerencias para hacer que 
mitigan los problemas que nosotros hemos planteado. 


En cuanto a la pregunta formulada por el señor Diputado Gamou, efectivamente en el resto del mundo se 
permite hacer. El gran problema que hubo en Uruguay es que las zonas francas han sido una herramienta de 
un desarrollo muy importante y donde se emplea a mucha gente. Entonces, la relación con el territorio no 
franco es natural. Quizás lo que el Poder Ejecutivo quiere evitar es cuando esas relaciones no son adecuadas 
a lo que dice la ley o a la realidad económica. En el fondo, el gran problema que hubo en los procedimientos 
del año pasado fue de realidad económica y no de ley. Lo que sucedió el año pasado -voy a hablar de la 
generalidad; no me referiré a ningún caso concreto porque no los conocemos y, además, no corresponde- es 
que había muchas actividades que teóricamente estaban dentro de zona y la administración tributaria entendió 
-en muchos casos con argumentos muy sólidos- que se desarrollaban integralmente fuera de zona franca. 
Pero, ¿qué era lo que se desarrollaba integralmente fuera de zona franca? La concertación de negocios. ¿Qué 
es lo medular en todo negocio comercial? Dónde se hace la compraventa; no donde se entrega o está exhibida 
la mercadería, sino donde se concierta el negocio. 


Lo que la administración tributaria planteó muchas veces a la Cámara de Zonas Francas del Uruguay es que 
había casos en los que en plaza estaba todo y en zona franca había un mero depósito. Y lo que decía la 
administración tributaria era que si ello fuera así, el negocio principal, sustantivo o de concertación de 
negocios, era un negocio gravado. 


En ese diálogo con la administración tributaria y también con el señor Ministro de Economía y Finanzas, 
quien tuvo la deferencia de recibirnos en más de una ocasión, como Cámara dijimos que estábamos para 
defender un instrumento: las actividades sustantivas tienen que ser desarrolladas en zona. Con el área de zona 
franca establecimos que el personal y los planes de negocios aseguren al Estado que está otorgando una 
exoneración y, por tanto, dejando de cobrar impuestos, que las actividades se van a desarrollar efectivamente 
en zona. De lo contrario, no se aprobaría un plan de negocios. En ese sentido, creemos que hemos avanzado 
muchísimo con el Poder Ejecutivo. 


Yo soy asesor legal de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay y creo que el resultado de las cosas se da 
cuando el diálogo es fructífero, y así ha sido. 


En cuanto a este artículo, cabe señalar que quizás con el objetivo de evitar abusos, también genera 
restricciones excesivas a los usuarios que hacen las cosas bien, que son a quienes nosotros queremos 
defender como régimen. 


Nos parece que si la voluntad del Parlamento es continuar con este artículo, hay cambios que de alguna 
manera ayudarían a que las objeciones que realizamos puedan levantarse, sin ir en contra de lo que ha sido, 
según nuestro juicio, la posición de la administración tributaria: cuando se utiliza incorrectamente la realidad 
económica, la administración tiene todas las herramientas para atacar esas situaciones. 


SEÑORA PEREYRA.- Quisiera conocer los cometidos específicos de la Cámara de Zonas Francas del 
Uruguay, es decir, si controla, aglutina o si asocia. ¿Cuál es el cometido que tiene para realizar estos 
controles? 


SEÑOR GAMOU.- En el mismo sentido, quiero hacer una aclaración. La razón de mi pregunta sobre 
el derecho comparado es, precisamente, para evitar que en el día de mañana aparezcamos en alguna 
lista gris. Por ese motivo, preguntaba cómo se comportan otras zonas francas, ya sea de la región o del 
resto del mundo. Estamos planteando hacer una corrección en un artículo, y no queremos estar el año 
que viene haciendo otra corrección. Este es el sentido de la pregunta. 


SEÑOR DOVAT.- En cuanto a la pregunta planteada por la señora Diputada Pereyra sobre qué 
cometidos tiene la Cámara de Zonas Francas del Uruguay, debo decir que fue una iniciativa que se 
llevó adelante fundamentalmente para encontrar un punto común entre usuarios y explotadores, 
explotadores que son competencia entre ellos, usuarios que trabajan en diferentes condiciones entre 
Montevideo y el interior. Teníamos que conjuntar a todos, en algo que fuera común. Entonces, vimos 
que había una dificultad en cuanto a la ley de zonas francas y su reglamentación. 


La ley de zonas francas, creada en 1987, ha sido un instrumento muy estable y la base por la cual la mayoría 
de nuestros usuarios han sentido la seguridad en el régimen. Tan es así, que las grandes inversiones como las 
de Montes del Plata, Botnia o UPM actualmente, se basaron en el régimen de zona franca porque entendían 
que este instrumento era el que mejor daba seguridades para operar en el Uruguay. 


Nuestra Cámara tiene como objetivo número uno defender la Ley_N* 15.921 y por eso cualquier cambio que 
se realice, frente a todos los usuarios y explotadores, tenemos la obligación de presentarnos ante todas las 
autoridades para discutir el tema. Por supuesto que estamos de acuerdo en hacer cambios con relación a 
aspectos sustanciales que lleven a mejorar el régimen. Esto hace que exista un foro de discusión permanente 
por las dificultades que tienen tanto los usuarios como los explotadores frente a las autoridades u otras 
circunstancias internacionales que pueden surgir en cualquier momento. 


SEÑOR COSTA.- Quiero hacer una aclaración que tal vez pueda aportar a lo planteado por la señora 
Diputada Pereyra. 


El año pasado firmamos un convenio con la Dirección Nacional de Aduanas en el sentido de establecer un 
diálogo permanente contra la corrupción y a favor de la transparencia. ¿Qué quisimos hacer con la Dirección 
Nacional de Aduanas, con la que, por suerte, estamos trabajando muy bien? Entendimos que como Cámara 
debíamos tener un código de ética que defendiera el objetivo de la ley, la inversión y, a su vez, no admitiera 
dentro de sus cuadros situaciones que pudieran violentar ese espíritu. 


Vamos a dar un detalle de lo que hemos hecho con respecto a la Dirección Nacional de Aduanas, que llevó 
adelante una muy buena iniciativa. Este acuerdo lo ha firmado también con la Cámara de Industrias del 
Uruguay, con la de Comercio y la Asociación de Despachantes de Aduanas. 


Nosotros dijimos que si había alguna situación dentro de zona franca que en la relación con la Dirección 
Nacional de Aduanas pudiera estar generando ruidos en cuanto al espíritu de la ley, se tendría que dialogar 
para que pudiéramos en conjunto mejorar la situación. De hecho, vamos a trabajar, por ejemplo, en un 


protocolo para ver si podemos eventualmente enviar un proyecto de ley al Parlamento vinculado con la 
destrucción y abandono de mercaderías, lo que genera situaciones complejas desde el punto de vista aduanero 
y de los usuarios. Nosotros, como Cámara de Zonas Francas del Uruguay, queremos estar muy integrados en 
defensa del régimen y en diálogo permanente con las autoridades. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


——_Naturalmente, que la Aduana tiene esa facilidad. En alguna oportunidad nosotros hablamos esto con el 
Director de Rentas, pero él no tiene esa posibilidad legal. Nosotros estamos en diálogo permanente para 
defender este régimen. Por supuesto no somos quienes debemos denunciar, pero tampoco hemos hecho 
abogacía por casos que entendemos son contrarios a la ley. 


SEÑORA SARTORI.- Voy a responder la pregunta del señor Diputado Gamou, vinculada con el 
contexto internacional, con la referencia que hicimos sobre la inhibición de la zona franca de poder 
interactuar con territorio no franco, y con cómo podría ser visto por otras jurisdicciones. 


Es importante señalar que, a nivel internacional, lo que es mal visto, se persigue o se trata de evitar, es la 
opacidad o la ausencia de información -lo que no sucede en este régimen, porque los usuarios de zona franca 
están perfectamente identificados, tienen obligaciones de reporte y demás- y poner una compañía en un 
círculo o en un ámbito reservado de operación, que era lo que tenía la SAFI, que no podía interactuar con 
territorio no franco. Pero los incentivos tributarios -como la exoneración de impuestos, que es el instrumento 
de incentivo que prevé la zona franca- no son vistos como instrumentos nocivos. Lo que se busca a nivel 
internacional es impedir la opacidad o la ausencia de información que impida a los Fiscos o a los Ministerios 
de cada uno de los países recaudar impuestos. Pero no se trata de que un país no pueda dar un beneficio 
tributario, una exoneración o una devolución de impuestos en caso de hacer una actividad que se considere 
relevante para la economía. 


SEÑOR GANDINI.- Creo identificar que la delegación aspira a que este artículo no sea incluido en la 
Rendición de Cuentas, pero también que tiene un Plan B. Es decir, que si hubiera voluntad de incluirlo, 
tiene alguna propuesta. La Comisión no suele debatir en esta instancia -lo hará después-, pero es bueno 
considerar todo. Me pareció entender que una de las cosas es cambiar esta formulación de 
desarrollarse fuera de zona franca por desarrollarse en zona no franca. Asimismo, el otro concepto 
tiene que ver con permitir que se puedan realizar estas actividades -que ahora este proyecto considera 
como sustantivas- a través de terceros, aunque se prohíban o se consideren sustantivas y, por lo tanto, 
realizarse solo dentro de zona franca si se hace por el propio usuario, pero que sí se pueda contratar a 
terceros. Entendí que esas eran las dos variantes. Si tienen alguna redacción les solicito la dejen en la 
Comisión para que sean tomadas en cuenta al momento de la discusión y votación del tema. 


SEÑOR MUJICA.- Acá se presentaron otras zonas francas por el mismo artículo y su argumentación 
en contra iba en otro sentido. Dijeron que eran zona franca del interior y que el hecho de impedirles 
realizar la exhibición y eventualmente algunas operaciones de venta y cobranza en Montevideo, los 
dejaba en una relación de inferioridad con respecto a las zonas francas instaladas en el casco 
metropolitano. En la medida en que el mercado mayor y las transacciones están en Montevideo, el que 
está más cerca tiene esa ventaja. Y si el que está mas lejos no tiene la posibilidad de exhibir, vender y 
cobrar fuera de zona franca, los clientes se van a mudar hacia las zonas francas que están en el 
casquete porque, evidentemente, es a donde el cliente llega más fácil. 


Sin embargo ustedes presentan otro tipo de objeciones. Por lo tanto, se me suman las objeciones y me cuesta 
entender. Lo que sí comprendo es la lógica de competencia entre zonas francas que es razonable, pero como 
legislador tengo que entender el contexto global. 


SEÑOR COSTA.- Al principio de nuestra exposición nosotros dijimos que ese era un punto y que este 
era otro. Por eso, preferimos que este artículo no se incluyera. Si se incluye, capaz que ese punto no se 
soluciona, pero por lo menos no se atacan otros. Esa es la lógica de la Cámara. 


La Cámara aglutina a todas las zonas francas, excepto a la de Florida, que no está asociada, aunque sí muchos 
de sus usuarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece se haga llegar a la Mesa el artículo sustitutivo. 
Agradecemos la presencia y toda la información aportada. 
(Se retira de Sala la Cámara de Zonas Francas del Uruguay) 


(Ingresa a Sala la Comisión de Usuarios del Hospital de Colonia) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de 
la Comisión de Usuarios del Hospital de Colonia, integrada por las señoras Amelia Conti y Lyshie Werosch. 


SEÑORA WEROSCH.- Agradezco la oportunidad que nos brinda esta Comisión, que sabemos tiene 
un trabajo infernal, de explicar cuál es la situación actual del Hospital de Colonia, y los problemas que 
tenemos en todo el departamento con respecto a Salud Pública y, concretamente, con ASSE. 


En el 2008 se ha expropiado un terreno de la Intendencia de Colonia para la construcción del nuevo Hospital 
regional, que abarcaría cuatro departamentos. En 2009, la señora Ministra de Salud Pública puso la piedra 
fundamental, pero hasta ahora no apareció el dinero para construir el Hospital. Hay un preconvenio que se 
hizo entre la Intendencia y ASSE, su Directorio lo aprobó, pero no se puede firmar hasta que no aparezca el 
dinero para comenzar la obra. Este es un gran problema que acarreamos desde hace tres años. Se nos dijo que 
este tema se iba a incluir en el Presupuesto o en la ampliación presupuestal del año pasado, pero no fue así. 


Allí tienen imágenes de cuando los integrantes de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la 
Cámara de Representantes visitaron el Hospital de Colonia para que vean cuál es la situación actual del 
edificio, que tiene cien años. 


Con los señores Diputados del departamento y con todas las personas a las que pudimos acceder -desde la 
Directiva de ASSE, la Junta y todas las autoridades-, hemos intentado solucionar el tema de las finanzas para 
este Hospital. Reitero: se trata de un hospital regional que abarca a cinco departamentos y que cuenta con 
todos los servicios correspondientes para brindar atención en el tercer nivel de salud. Además, tiene un 
helipuerto -como hemos dicho a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social-, cuya finalidad es 
completar el circuito del país para las donaciones de órganos y las urgencias. 


Actualmente, tenemos expropiado el terreno, pero no se ha cedido a ASSE porque, para firmar el convenio, 
debe contarse con la finalización de la obra y tienen que aparecer los recursos. Por otra parte, como el terreno 
tiene seis hectáreas, el señor Intendente está esperando la concreción de esta obra con el fin de entregar las 
tierras restantes para la construcción de viviendas. Por lo tanto, los usuarios de Colonia y de todo el 
departamento estamos muy preocupados por el tema porque vemos que todo se sigue dilatando, y puede 
llegar el momento en que el señor Intendente de Colonia pida que se dé otro destino a ese terreno. 


Tenemos entendido que el Directorio de ASSE todavía no tiene forma de conseguir el dinero, y sabemos que 
la prensa escrita y oral de Colonia ha dicho que hay opiniones encontradas entre lo que piensa el sector del 
señor Diputado Bianchi y los legisladores del Frente Amplio. Unos, opinan que estaba la posibilidad de 
solicitar un aditivo; también se nos dijo que se podía conseguir el dinero a través de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo. 


Allí pueden ver el patio y la lavandería del Hospital. 


Está muy complicada la situación con los usuarios de Colonia porque desde hace tres años recibimos 
permanentemente informaciones que no son concretas. Entonces, desde 2010, la Comisión de Usuarios actual 
estuvo tratando de juntar toda la documentación escrita de Diputados, de ASSE y de la Intendencia -que 
hemos dejado también en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de este Cuerpo-, de modo de que 
no haya más confusión en cuanto a si el dinero está en Colonia. 


SEÑORA CONTI.- Como bien dijo la señora Werosch, el Hospital de Colonia tiene cien años, y presta 
atención a alrededor de dieciséis mil usuarios, más otra población flotante de casi cuatro mil personas, 
entre turistas, militares, policías, etcétera. 


Como todos saben, en una mutualista, si usted paga, se atiende, pero el Hospital no deja nadie a pie. Por lo 
tanto, todo lo que no se atiende en cualquier otro lado, se atiende en el Hospital. 


Este Hospital es el único de la República que tiene pabellones; cuenta con dieciséis camas en la sala de 
mujeres y con otro tanto en la sala de hombres. Toda la estructura del Hospital ya no da más -es imposible 
verlo en las fotos o en las filmaciones- porque está enclavado en un cuarto de manzana aproximadamente y 
no tiene medio metro más para irse hacia ningún lado, y mucho menos para arriba debido a su estructura. 


El Hospital no tiene planos de saneamiento, no hay planos del tendido de la red eléctrica y no hay planos de 
la red de agua potable. Entonces, estamos hablando de que por muchas décadas no hubo mantenimiento, 
como se entiende en este país. 


En los años cincuenta yo iba a la escuela y en el centro de vacunaciones -en lo que era la Lucha 
Antituberculosa- nos decían que se iba a hacer un hospital nuevo, porque se necesitaba. 


Cabe señalar que en las fotos o en las filmaciones tampoco se sienten los permanentes olores; el señor 
Diputado Radío -que hoy está presente- puede confirmarlo. Por más que se limpie el Hospital -no hay papeles 
tirados, algodones, jeringas, etcétera-, con esa estructura, es imposible que luzca. 


Como decía, a ese Hospital de cien años nunca se le hizo mantenimiento; nunca se previó cuánto iban a durar 
las estructuras o los materiales para ir haciendo los cambios necesarios. No solo no se le hizo mantenimiento 
sino que, además, se agregaron muchos servicios que no existían. Hace unos años, no existía un servicio de 
diálisis de agudo; hoy está acomodado en una piecita. Hace unos años, no había servicio de quimioterapia. Yo 
soy enfermera, trabajé en el Hospital, y puedo decir que antes agarrábamos la cama que quedaba libre, 
acostábamos al paciente y allí le hacíamos la quimioterapia. Hoy hay una sala para ello, con una sala 
contigua para la preparación de los medicamentos, como corresponde. Si aquí hay doctores presentes, sabrán 
que eso no se puede hacer en cualquier lado y de cualquier manera. 


Hoy tenemos un block quirúrgico, que es el mejor equipado de todo el departamento, y con eso incluyo a 
ASSE y a las mutualistas; actualmente no funciona porque no hay anestesistas; el problema de los 
anestesistas salió a la prensa, pero no sucedió lo mismo con todo el problema del Hospital. Tenemos un 
ecógrafo de primera generación y una ecografista también de primer nivel. Hasta la gente de Cardona -como 
ustedes saben, linda con Soriano- viene a hacerse las ecografías al hospital. 


Hay una cantidad de servicios más para agregar al hospital, pero no es posible, porque, por ejemplo, para 
colocar un aparato de rayos X de última generación, digitalizado, es necesario hacer toda una reestructura, y 
para hacer esa reestructura hay que robarle un pedazo a otro servicio, cosa que no se puede hacer. 


Entonces, como conclusión, lo único que se puede hacer es cerrar el hospital. Pero eso no es posible, porque 
tenemos muchos pacientes para atender. 


Nosotros decimos que el hospital va a colapsar. Y esto no quiere decir que se va a caer el techo y van a salir 
llamaradas por las ventanas: va a colapsar en su funcionamiento y en su capacidad de atención a la población. 
Si ocurriera un accidente importante en las carreteras -ojalá que no-, que están atestadas de vehículos, entre 
otras razones, por la instalación de Montes del Plata, el hospital no podría atender a más de dos pacientes y 
las mutualistas menos aún. 


De manera que tenemos problemas edilicios muy gruesos y problemas de personal también muy gruesos, 
porque, claro: ¿a qué profesional que quiera trabajar bien le va a gustar ir a desarrollar su tarea en esas 
condiciones al hospital, donde los médicos se están peleando para que uno termine su consulta para que el 
otro pueda empezar la suya porque no hay más espacio? 


Pido disculpas si no he empleado el mejor lenguaje para expresar lo que sucede. Lo cierto es que los 
problemas son enormes y la situación ya no da para más. 


Hoy, al concurrir a esta Comisión estamos terminando la vueltita que dimos por Presidencia, la Comisión de 
Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Diputados, la Comisión de Salud Pública de la Cámara de 
Senadores y la Junta Departamental. Todos fueron a visitar el hospital; todos nos dijeron que nos quedamos 
cortos con lo que contamos. Ahora ustedes están con conocimiento de causa como para decir: "Hospital sí, 
mañana", "Hospital no, mañana" u "Hospital dentro de cinco o de diez años". No les envidiamos la tarea de 
tener que sacar recursos a cualquier otro sector para dárselos a Salud Pública, porque eso es espantoso y de 
ninguna manera es lo que pedimos. Lo que sí pedimos es que piensen en lo que estamos planteando. 


Reitero: ahora ustedes están con conocimiento de causa para decidir qué hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el Acta correspondiente de la instancia en la comparecieron las 
autoridades de ASSE, en la cual hicimos esta consulta. Les estamos entregamos una copia de las 
respuestas que se dieron en ese momento. 


SEÑOR BEROIS.- Como acaba de decir el señor Presidente, hicimos las consultas sobre esta situación 
a las autoridades de ASSE. 


Esto tiene un antecedente, dado que en la Rendición de Cuentas pasada nos encontramos con que había una 

voluntad expresa de brindar una solución por parte del entonces Director de ASSE, doctor Córdoba, con una 
propuesta económica tendiente por lo menos a comenzar las obras del Hospital de Colonia, voluntad que no 

fue contemplada luego en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Ante esta situación, la bancada del Partido Nacional presentó un aditivo, por el que se pretendía utilizar 
algunas economías que se generaban en aquel momento para por lo menos empezar a ocuparse de este 
problema y construir algo. No somos especialistas en el tema, pero entendemos que el hospital requiere una 
inversión de entre US$ 2:000.000 y US$ 3:000.000, y en aquel momento podíamos conseguir alrededor de 
$ 80:000.000 provenientes de las economías. Quiere decir que no alcanzaba para hacer mucho, pero por lo 
menos permitía empezar. 


Ustedes tienen copia de la versión taquigráfica de lo expresado por los actuales Directores de ASSE. Esto no 
figura en la presentación de ASSE, pero sí quedó constancia de su voluntad de trabajar en esto y de que 
reconocen la necesidad del departamento, o más bien de la región, de contar con un hospital nuevo en 
Colonia. Lo que sí quedó claro fue que había voluntad, pero que cuando este planteo llegó al Ministerio de 
Economía y Finanzas, la cosa cambió. Ustedes podrán apreciar esto en las palabras creo que de la propia 
doctora Silva. 


Vamos a tratar de trabajar en esta cuestión, y lo digo, no como una expresión de voluntarismo, sino en el 
entendido de que en esta Rendición de Cuentas, con los recursos que el país tiene y genera, no puede pasar 
por segunda o tercera vez que se deje de lado esto que es tan importante, ya no solo para Colonia, sino para la 
región. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Diputado Radío, a quien damos la bienvenida en 
esta Comisión. 


SEÑOR RADÍO.- Mi intervención está en la misma línea de lo que planteaba el señor Diputado Berois. 


Quiero ratificar lo planteado por las representantes de los usuarios de Colonia. Ellas recién decían que esto va 
a colapsar. Me pregunto cuándo uno puede definir que algo colapsa. Yo creo que ya colapsó. 


Estuve en el Servicio de Salud Mental, que estaba cerrado. ¡Por suerte estaba cerrado!, porque si alguien 
llega ahí por error, sale enfermo. La situación es terrible. El Hospital Pasteur en sus peores tiempos es la 
Clínica Mayo al lado de lo que vi en Colonia. Realmente quedé sorprendido por lo que vi; están al borde de 
la catástrofe. 


Me consta que hay un movimiento de usuarios organizado que está peleando desde hace bastante rato por 
esta cuestión. Yo tuve un primer contacto con el movimiento de usuarios a fines del año pasado, en una 


reunión informal, y este año volví a verlos en la Comisión de Salud y Asistencia Social y en Colonia. Sé que 
han estado haciendo muchas más gestiones, además de venir a vernos a nosotros. 


A todo esto se suman las expectativas generadas, y eso tiene como resultado una mezcla explosiva. Y esas 
expectativas no se generan solo porque reiteradamente las autoridades han ratificado su voluntad en este 
sentido -voluntad que viene siendo postergada sine díe-, sino porque, además, en un gesto rarísimo, diría que 
casi de provocación, se ha colocado un póster a la entrada del edificio con el dibujo de lo que será el nuevo 
hospital. Es alevoso que la gente que entra a atenderse en esa catacumba vea un póster, que desde hace años 
está colocado en una pared, con el dibujo de lo que será el nuevo hospital, que muchos de los pacientes nunca 
van a ver. 


Voy a decir otra cosa más, y es que hay cuestiones que es necesario resolver y que no pasan por la 
construcción del nuevo hospital: la policlínica no da para más, la farmacia no da para más, el laboratorio no 
da para más. Y lo estoy diciendo porque lo vi personalmente, con mis propios ojos. No da para más; hay que 
hacer cambios ya. No se puede esperar a la construcción de un nuevo hospital. Esto va a implicar gastos antes 
de la construcción del nuevo hospital. Y si todo esto pasa en un contexto en el cual nosotros no prevemos 
recursos, luego habrá que conseguirlos de urgencia y eso va a aumentar la ineficiencia del gasto. Habrá que 
hacer cosas que no están previstas, porque de un momento a otro esta situación va a estallar. 


La verdad es que esto es muy preocupante. Simplemente, quería hacer estos comentarios para que conste que 
el planteo es muy atendible. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR MUJICA.- Me parece que esto no pasa por reconocer o no la necesidad de un nuevo hospital 
en Colonia, sino por hacernos responsables del cargo que investimos y decirle la verdad a la gente con 
respecto a las posibilidades reales que tenemos, como legisladores, y sobre lo que podemos legislar y no 
podemos legislar. Porque a veces se le miente a la gente y se le hace creer que, cuando llega el momento 
de votar, el legislador puede incluir artículos que asignen dinero para construir un hospital y lo cierto 
es que el legislador está impedido de hacer eso por la Constitución. El legislador no tiene la más 
mínima potestad para crear un artículo por el que asigne dinero a ninguna obra; no podemos crear 
gastos. Lo único que podemos hacer es reasignar dentro de lo que nos envía el Poder Ejecutivo. En el 
caso concreto del hospital de Colonia, está bajo la órbita de un organismo que tiene autonomía, que 
integra los organismos del artículo 220 de la Constitución, como el de la enseñanza, etcétera. Aun si 
pudiéramos recortar de otro lugar entre lo que se nos envió y asignar más dinero para inversiones en 
ASSE, no tendríamos posibilidades de determinar dónde se debe invertir, porque ASSE tiene 
autonomía para decidir dónde realiza sus inversiones. 


Entonces, hay que ser claro, porque es muy fácil caer en la demagogia. Es muy fácil decirle a la gente: "Yo lo 
haría". Pero la verdad es que ninguno de los que estamos acá podríamos hacerlo, independientemente de 
quién esté en el Gobierno. Otra cosa diferente es el reconocimiento de la necesidad. Es obvio. Durante su 
comparecencia, las autoridades de ASSE -por eso se les entregó el acta correspondiente- reconocieron las 
condiciones del hospital de Colonia y la necesidad de la construcción de uno nuevo. Se ha discutido sobre 
esto ampliamente, desde que vino el Poder Ejecutivo y también cuando nos visitaron las autoridades de 
ASSE; inclusive, cuando vino la Federación de Salud Pública, fue casi el primer planteo que se nos hizo el de 
la necesidad de un nuevo hospital en Colonia. 


Además, este asunto ha sido motivo de insistencia por parte del señor Diputado Perrachón, y en mi caso 
particular les puedo decir que desde hace por lo menos un año y medio, todos los días, me taladra los oídos 
con la necesidad del hospital de Colonia, sobre el que ha trabajado hasta el cansancio, explicando por los 
medios que puede que ese Hospital es una necesidad, que existe un compromiso con la gente, etcétera, 
etcétera. 


Yo no sé exactamente por qué el actual Directorio de ASSE considera que tiene otras prioridades. 
Seguramente porque conoce la realidad del país y tendrá otras necesidades que atender antes que las del 
hospital de Colonia. Realmente, eso es entrar en un terreno que no puedo dirimir. Pero, para ser responsable 
en lo que se dice, lo primero es esto: aclarar las potestades reales que tenemos como legisladores. 


Las preguntas que se le hicieron al Directorio de ASSE fueron, precisamente, para tratar de responder las 
inquietudes que nos planteaban tanto el señor Diputado Perrachón como las fuerzas vivas de Colonia, que 
nos han visitado en estos meses. Por lo tanto, cuando vino el Directorio de ASSE varios Diputados 
preguntamos para cuándo estaría pronto el nuevo hospital. El Directorio de ASSE nos contesta que están 
buscando vías alternativas de financiamiento y, particularmente, se hizo mención a la ley de contratos de 
participación público-privado. Como algo tuve que ver con esa ley y creo que la conozco bastante, quiero 
decirles algo que me parece importante. A veces se cree que a partir de esta ley la cuestión es conseguir a 
alguien que ponga la plata y hacer el hospital, pero, en realidad, significa que se debe conseguir un socio para 
que construya un hospital nuevo, que lo va a mantener durante veinticinco o treinta años y le va a ir cobrando 
al Estado por el grado de utilización y las condiciones que tenga esa infraestructura durante todo ese tiempo, 
durante el cual va a cobrar por la inversión hecha y por todos los servicios de mantenimiento necesarios para 
que esa estructura esté en condiciones de ser usada por el Estado. Es un contrato muy complejo. El hecho de 
que se utilice la ley de participación público-privada tampoco garantiza que esto comience el mes que viene. 


Por lo tanto, yo veo que lo primero que le puedo decir a la gente de Colonia, con toda franqueza, es que no 
hay perspectivas inmediatas para construir un nuevo Hospital. Aun si se hiciera a través de la ley_de 
participación público-privada, entre que se culmina el armado del proyecto -que no lo tenemos-, la 
concreción del contrato y la ejecución de la obra no va a haber lugar a una solución inmediata. Esto es lo 
primero. 


Reitero: nuestras potestades llegan hasta el límite de donde comienzan las de un Ente Autónomo como es 
ASSE, cuyo Directorio decide hacia dónde dirige el dinero que tiene para hacer inversiones. 


Parte de las inquietudes, sensibilidades y reclamos hay que dirigirlas hacia la gente que toma las decisiones 
específicas sobre esas inversiones. A lo sumo, yo podría votar -si encontrara de dónde sacarlos- más rubros 
de inversiones para ASSE, pero no puedo votar un artículo que le diga en qué departamento las debe realizar. 


Sé que lo que estoy diciendo no suena simpático. El discurso más fácil acá es decir: "Qué horrible, qué 
espantoso; estén seguros de que tengo la máxima sensibilidad y haré lo imposible". Todos sabemos hacer 
discursos, por eso nos dedicamos a la política. Pero hacer discursos y decir la verdad, a veces, son cosas 
distintas. Créanme que yo les estoy diciendo la verdad acerca de lo que nosotros podemos hacer, sobre la 
preocupación y la conciencia que tenemos sobre ese problema y todo lo que hemos trabajado al respecto, así 
como los límites que tenemos para actuar como legisladores. Decirles otra cosa sería sacarnos el problema de 
arriba con un discurso bonito y no es para lo que vinimos acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me pidió la palabra el señor Diputado Berois, pero les recuerdo que estamos 
excedidos en el tiempo y que no es el ánimo de esta Comisión discutir en presencia de los invitados, sino 
informarles la situación en que nos encontramos. 


SEÑOR BEROJIS.- Está claro, señor Presidente. No está en mi ánimo discutir con el señor Diputado 
Mujica, a quien mucho aprecio. 


Lo que sucede es que podría haberse entendido como que nuestras expresiones son de demagogia o de 
voluntarismo político, que en ningún momento lo tuvimos ni queremos tener, ni tampoco hemos actuado en 
la vida política con ese sentido. 


Sí es claro, primero que nada, que ASSE es un Servicio Descentralizado, no un Ente Autónomo. Entonces, lo 
que compete a ASSE pasa por acá, por el Presupuesto, no así en lo que refiere a los Entes. 


Como decía el señor Diputado Mujica, lo que los legisladores sí podemos hacer perfectamente es reasignar 
recursos, y eso fue lo que hicimos: reasignar alguna economía; sobre todo en aquella Rendición de Cuentas, 
durante cuyo tratamiento tuvimos, ya no la voluntad que manifestó en este caso la doctora Silva -que, como 
se dice, surge de la versión taquigráfica-, sino el planteo del entonces Director Córdoba, que lo señaló y lo 
presentó. Ante eso, nosotros hicimos lo que nos competía, es decir, la reasignación de un recurso. Actuamos 
en ese sentido y así lo hicimos. Es más, las economías que conseguimos -por eso lo aclaré- eran escasas para 
la necesidad existente, pero fue lo pudimos conseguir. Ese fue el sentido de nuestro trabajo legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hemos aportado a la delegación presente la información que 
tenemos disponible. Algunos legisladores han brindado su opinión, otros nos hemos abstenido de 
expresarnos, no porque no compartamos algunas de las apreciaciones hechas. Les hemos entregado la 
versión taquigráfica de lo expresado durante la comparecencia de ASSE y de otros usuarios de la 
salud. 


SEÑORA WEROSCH.- Simplemente quería que tomaran conciencia de que los usuarios de ASSE no 
son de ningún partido político. Creo que ustedes lo tienen más que claro. 


SEÑORA CONTI. Acá pueden apreciar un carné de usuario de ASSE: tiene los colores blanco y 
celeste, como la bandera uruguaya. 


SEÑORA WEROSCH.- Sabemos que ASSE realiza el mayor esfuerzo posible, que no es fácil para ese 
organismo darle otro destino a los recursos votados para algo específico, que por el TOCAF no lo 
puede hacer. Tenemos todas las versiones taquigráficas en las que consta lo mencionado por el señor 
Diputado Berois y sabemos quiénes votaron el año pasado y quiénes no. 


Queremos que nos entiendan: representamos a un colectivo de gente que no solo pertenece a la ciudad de 
Colonia: también peleamos por los habitantes de Conchillas, de Carmelo y de toda la gente que trabaja en el 
departamento. Cuando ocurrió el accidente carretero en Nueva Palmira no había ambulancias para recoger 
los cuerpos de las personas fallecidas. Hace algunos días, en Conchillas, un trabajador tuvo un ataque 
convulsivo y demoraron cincuenta y cinco minutos en atenderlo, porque no podían bajarlo del andamio 
donde estaba trabajando; lo bajó un compañero. Los acompañan hasta la puerta de la empresa y, de allí, no 
tienen a dónde llevarlo. 


Después de que nosotros estuvimos en la Comisión de la Cámara de Diputados, el Director Departamental de 
Salud llamó a un integrante del Consejo Departamental para decirle: "Tengo una noticia: la plata del Hospital 
de Colonia está". Nosotros, como un día antes habíamos estado en este ámbito, no lo divulgamos, ya que por 
lo que habíamos conversado con todos ustedes en forma individual, sabíamos que ese dinero no estaba. 


Quiero finalizar mi intervención con las palabras que expresó un usuario en la puerta del Hospital cuando 
estuvieron presentes integrantes de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de esta Cámara: "Está 
muy bien todo lo que ustedes nos dicen. Nosotros estamos mejor que hace quince años. Pero tenemos que 
seguir esperando cinco más y mientras tanto nos morimos como ratas apiladas, en un lugar que no es digno 
para nadie". 


Este es el mensaje que queremos traer a esta reunión. Nosotros no tenemos las soluciones, y si no la tienen 
ustedes...Ustedes tienen acceso al Gobierno para solicitar lo que sea y lo que legalmente se pueda, por 
supuesto. Nadie está pidiendo que hagan algo ilegal. No hay otra persona, no hay otro lugar donde reclamar. 
Este ámbito es el único. 


SEÑOR MUJICA.- Es cierto. 


SEÑORA WEROSCH.- Eso es lo que venimos a decir. Agradecemos esta oportunidad. Consideramos 
que han hecho un esfuerzo por recibirnos. Con toda la problemática que tienen en esta Rendición de 
Cuentas es lógico que una Comisión de Usuarios parezca algo muy pequeño, pero nosotros 
representamos a mucha gente y no tenemos quién nos atienda. No hay médicos que vayan a Colonia. 
Tampoco hay pediatras. Un pediatra no puede atender en Salud Pública y en la salud privada al mismo 
tiempo. 


SEÑOR CONTI.- Este mes, durante quince días, hubo un solo anestesista para toda la ciudad de 
Colonia, es decir, para el hospital y las dos mutualistas. 


SEÑOR WEROSCH.- También entendemos a ASSE cuando los pocos recursos que tienen -según lo 
que nos plantearon ellos- los asignen a los funcionarios. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GROBA.- En primer lugar, saludamos a quienes hoy nos visitan. Quiero dejar una constancia 
para que la delegación conozca cuál es mi opinión. 


Hace muchos años que el Hospital de Colonia y los colonienses están padeciendo por este asunto: la 
delegación acaba de decir que esta situación viene desde 1950. Yo no era nacido... 


(Diálogos) 


En definitiva, yo no sé cómo han tratado los Presupuestos anteriores la situación del Hospital de 
Colonia, que se arrastra desde 1950. No sé cómo se consideró esto en el Presupuesto Nacional ni en la 
Rendición de Cuentas en 1985, en 1990 ni en 2000. Tampoco sé cómo se estuvo planteado en el año 2005, 
porque no integraba esta Cámara. Sí conozco cómo se ha planteado ahora. Y tampoco sé cuándo fue colocado 
el cartel que está en la puerta del Hospital, si fue en 1950, en 1985 o en 1990. 


Simplemente quiero decir -para que conste en la versión taquigráfica- que hay una preocupación, que 
hicieron bien en venir y plantear esto, y comparto totalmente las expresiones del señor Diputado Mujica, 
porque esa es la realidad. La preocupación existe, y en las versiones taquigráficas que ustedes se llevan verán 


que es así y que se están buscando financiamientos alternativos para resolver definitivamente ese problema, 
que está presente por lo menos desde 1950. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 
(Se retira de Sala las integrantes de la Comisión de Usuarios del Hospital de Colonia) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a la delegación de la 
Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, integrada por su Presidente, contador Marcelo 
Lombardi; el Secretario General, doctor Claudio Piacenza; el Gerente de Jurídica, doctor Juan Mailhos; la 
representante del Departamento de Jurídica, doctora Allyson Jones, y la representante de los Asuntos 
Institucionales y Estudios Económicos, economista Ana Laura Fernández. 


SEÑOR LOMBARDI. En primer lugar, agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Haremos una breve introducción referida al escenario económico en el que está inserto nuestro país. 


Estamos ante un escenario económico general más adverso, con la incertidumbre que todos conocemos, con 
medidas proteccionistas tanto en la región como en el mundo, con problemas de competitividad y con 
proyecciones económicas a la baja. Entendemos que el análisis de la Rendición de Cuentas debe hacerse bajo 
esa óptica. 


En las proyecciones que se plantean en el proyecto de Rendición de Cuentas se establecen determinados 
niveles de porcentajes finales, siempre considerados sobre el valor del Producto Interno Bruto proyectado; 
sin embargo, consideramos que sería conveniente analizarlo también bajo la óptica del Producto Bruto 
potencial, porque entendemos que el ciclo económico que vive el país está por encima del crecimiento de 
largo plazo. Según las estimaciones que hace la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, que 
son coincidentes con otro tipo de estimaciones, el porcentaje de déficit fiscal planteado ya no sería del 1%, 
como se establece en el proyecto, sino que estaría en el eje del 3,5% o 4%. Mirado sobre esa óptica, lo que 
debería primar es un marco de absoluta prudencia. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Siguiendo la línea planteada por el señor Presidente Lombardi, quiero hacer 
referencia a dos puntos que nos preocupan con relación a la exposición de motivos y al análisis 
económico de la Rendición de Cuentas. 


En primer lugar, nos preocupan las proyecciones respecto a las tasas de crecimiento del PIB, ya que se 
sostuvieron a lo largo del período, hasta el año 2015, en tasas de un 4%, manteniendo las proyecciones de las 
Rendiciones de Cuentas anteriores, pero entendemos que la situación financiera, tanto nacional como 
internacional, y la coyuntura económica actual son más adversas de las que se presentaban anteriormente; la 
incertidumbre es cada vez mayor, no solo por lo que está pasando hoy en Europa, en Estados Unidos y en 
China, sino también por lo que está sucediendo a nivel regional, principalmente en Brasil y en Argentina, que 
son nuestros vecinos. Tenemos una preocupación importante con relación a estas proyecciones. En definitiva, 
la tasa de crecimiento es la que va a determinar cuáles serán los ingresos fiscales que se van a recibir. En la 
exposición de motivos se plantea que se mantienen estas tasas de crecimiento dado que está la inversión de 
Montes del Plata. Ahora que hablamos de austeridad y de precaución respecto a las cuentas fiscales y a los 
ingresos, esta es una preocupación importante, porque se está basando en ese supuesto de los ingresos extra 
que se van a tener a partir de la inversión de Montes del Plata. 


Otro aspecto que quiero comentar tiene que ver con la meta de déficit fiscal, que se ha cambiado. Para el año 
2012, se proyecta una modificación de la meta, estimándose un déficit fiscal de 1,7%, mientras se había 
proyectado un 1%. Esto también nos preocupa. Esta meta se determina basada en que los ingresos 
disminuirán y los egresos aumentarán, principalmente, los egresos asociados con remuneraciones y salarios. 
A su vez, las proyecciones de déficit fiscal para los años siguientes se revieron; se estima un déficit fiscal 
mayor al previsto anteriormente, basado en aumento de egresos, fundamentalmente. 


La Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay tiene preocupación por el deterioro de las cuentas 
fiscales que se proyectan. Entendemos, como Cámara, que dada la situación que el país ha vivido en el 
último tiempo, de una bonanza importante, pero que se está revirtiendo -ya lo vemos hoy en las proyecciones 
de crecimiento y en los datos de actividad-, es momento de aplicar esa austeridad de la que tanto se habla y 
no basarse en que no importa que tengamos un déficit mayor -como se expresa en la exposición de motivos- 
porque lo que el Gobierno está buscando hoy es solidez financiera. Esa solidez se basa en que tiene recursos 
financieros, ya sea por reserva o por capacidad de pedir préstamos a nivel internacional, pero nosotros 
entendemos que los recursos deben ser genuinos, creados en la propia economía. Por eso, no estamos de 
acuerdo con este mayor déficit en las cuentas. 


SEÑORA PEREYRA.- Solicito que se especifique el planteo, porque no me quedó claro. 


SEÑOR MUJICA.- No me queda claro lo siguiente. ¿Creen que no habrá el crecimiento que el 
Gobierno planifica o consideran que aunque haya ese crecimiento, se debería ser más austero, en 
particular? Por otra parte, ¿la austeridad la piensan para el rubro salarial? 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Para el año 2012, se prevé un crecimiento del Producto del 3,5%, pero en la 
Rendición de Cuentas se estima de un 4%. Entendemos que las proyecciones deberían ser más 
cautelosas por cuanto no tenemos certeza de que se pueda cumplir con esas metas de crecimiento. 


Cuando hablamos de austeridad, claramente no nos referimos solo a remuneraciones; no hablamos solo de 
disminución de egresos, sino también de calidad del gasto, de cuánto y en qué se gasta. 


SEÑOR MAILHOS.- Simplemente, a los efectos de hacer un encuadre -el proyecto de ley es bastante 
extenso y el tiempo del que disponemos es poco; anunciamos que dejaremos en Secretaría un 
memorándum que resume los dichos que estamos planteando en esta Comisión-, queremos plantear 
algunas preocupaciones desde el punto de vista jurídico. 


En primer lugar, este proyecto de Rendición de Cuentas, a nuestro juicio, no se compadece con el 

artículo 216 de la Constitución de la República, que establece que no se podrán incluir en los presupuestos ni 
en las leyes de Rendición de Cuentas disposiciones cuya vigencia exceda la del mandato del Gobierno ni 
aquellas que no se refieran exclusivamente a su interpretación o ejecución. Según nuestro entender, muchas 
de las disposiciones que establece este proyecto de ley serían de dudosa constitucionalidad. 


En segundo término, quiero decir, brevemente -va en línea con lo que decía la economista Fernández-, que 
consideramos que no resulta conveniente lo dispuesto en cuanto a la modificación del séptimo inciso del 
artículo 50 de la Ley N* 18.719, que permite transformar personal temporario en definitivo. Esto da cuenta de 


la facultad de transformar al personal contratado, luego de haber cumplido un período de dieciocho meses 
bajo el régimen de contrato, previa evaluación de desempeño, pudiendo ser incorporado a un cargo 
presupuestado. Nos genera la duda qué manera de selección tienen, en todos los casos, los cargos 
contratados. En cierto sentido, además de inconveniente en cuanto a la presupuestación, aunque se utilicen 
excedentes, nos genera alguna duda en cuanto a la transparencia, como ya fue dicho. 


Tampoco nos parece conveniente la creación de cargos de particular confianza, tal como establece el 
artículo 214, por el que se crea el cargo de Director de la Unidad Ejecutora "Red de Asistencia e Integración 
Social", del Mides. 


Asimismo, nos merece alguna preocupación la creación del Sistema Nacional de Inversión Pública, 
establecido en los artículos 18, 19 y 20. Se dispone que este Sistema será el encargado de orientar y de 
ordenar el proceso de inversión pública, y que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto centralizará sus 
funciones y asistirá al Poder Ejecutivo, tal como está previsto, previo al inicio de los trámites de proyecto de 
inversión. Nos preocupan, primero, los organismos que van a estar obligados a realizar las consultas, los 
registros y todo lo que establece que será reglamentado por el Poder Ejecutivo. Nos inquieta el alcance de los 
organismos involucrados, entre ellos los Gobiernos departamentales, que también tienen algunas autonomías 
que podrían verse afectadas por este sistema, pero más nos preocupan las eventuales observaciones técnicas 
que pueda hacer la Oficina de Planeamiento y Presupuesto respecto a todo el sistema de inversiones que cada 
uno de los organismos, por su especialidad, pueda proponerle, y qué trascendencia va a tener, eventualmente, 
la observación técnica que pueda realizar la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, porque en su caso podría 
generar un conflicto que no sabemos cómo se puede llegar a solucionar, en cuanto a permitir o no la 
inversión del ente, del Gobierno departamental o, inclusive, de la sociedad mixta o de todas las que se 
incluyen. 


Vemos con beneplácito la creación de la Agencia de Compras y Contrataciones del Estado, en cuanto a que 
un órgano desconcentrado que va a actuar con autonomía técnica puede contribuir a la transparencia de las 
compras y contrataciones del Estado que, por otra parte, es el comprador más importante que tiene nuestro 
país. La observación viene referida, exclusivamente, al Consejo Directivo Honorario. A nuestro juicio, el 
sector privado debería integrar este Consejo, porque en este sentido nos parece que los administrados y 
quienes están como contraparte del Estado tienen también una contribución importante para hacer y deben 
quedar expresadas en ese Consejo Directivo Honorario las opiniones y los problemas de que adolece el sector 
privado. 


Nos preocupa el otorgamiento de partidas especiales, establecido en los artículos 60 y siguientes, 134 y 
siguientes y 194 y siguientes, en la medida en que nos parece que deberían ser ajenos a esta Rendición de 
Cuentas. Por lo demás, tampoco se establecen criterios efectivos de evaluación de estas partidas que se están 
otorgando. 


(Suena timbre indicador de tiempo) 


——— Asimismo, nos preocupa un aspecto específico, que son las modificaciones que se introducen por el 
artículo 196 a las mayorías establecidas en el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional, en tanto 
estas no tienen una justificación en la práctica ni está debidamente justificado un cambio de un Instituto con 
participación de los actores sociales que se encuentra en su proceso de afirmación y de confirmación en un 
mecanismo y en una herramienta de formación profesional y de asistencia en políticas de empleo al Poder 
Ejecutivo que, a nuestro juicio, es muy eficaz. La ley es muy reciente y no vemos justificativo para cambiar 
el régimen de mayorías que se propone en el artículo 196. 


SEÑORA JONES.- Continuando con el análisis de los aspectos jurídicos del proyecto, nos parece 
relevante manifestar que merece cuestionamientos el debilitamiento que sufre la normativa que rige en 
materia de protección de datos personales. 


Si observamos el artículo 39, vemos que se incorporará al artículo 9% bis de la Ley N? 18.331 una nueva 
hipótesis de guías, en la que se van a considerar como públicas o accesibles al público, guías, anuarios u otros 
documentos en los que esté el nombre, el domicilio y otros datos de carácter personal; basta solamente con 
que se haya dado el consentimiento por parte del titular. Si leemos esta disposición, a la luz del resto de la 


normativa que rige en materia de protección de datos personales -en concreto, de la Ley N* 18.331-, nos 
parece que pierde toda relevancia y se vulnera claramente el principio de finalidad, que era otro de los 
principios consagrados por la norma. 


También consideramos que al incluirse en el literal D) otros documentos o registros en los cuales prevalezca 
el interés general -tal como lo expresa el proyecto-, estimamos que este concepto jurídico indeterminado - 
como ha sido considerado por la doctrina jurídica mayoritaria- debería ser especificado, delimitado y no 
quedar con una redacción genérica y vaga para los operadores jurídicos y quienes sean sujeto de esta 
normativa a aplicar. 


Por otro lado, nos parece que el artículo 113 prevé una clara flexibilización al secreto tributario. Si leemos la 
redacción, veremos que tanto la Dirección General Impositiva como la Dirección General del Comercio van a 
poder intercambiar información en el ejercicio de sus cometidos para usuarios de Zona Francas. En el 
artículo 113 se observa que va a quedar relevada la Dirección General Impositiva -respecto de la Dirección 
General del Comercio- del secreto de las actuaciones, desde un punto de vista general pero, además, desde 
uno particular, en cada actuación inspectiva del secreto de las actuaciones del artículo 47. Nuevamente, la 
redacción olvida los requisitos que también se contemplan en el resto de la normativa. La Dirección General 
de Comercio, de acuerdo al artículo 113, tendrá que mantener la confidencialidad, pero nos parece que 
también se debería estipular un régimen sancionatorio, en el caso de que los funcionarios vulneren esta 
normativa; si seguimos el ejemplo del artículo 47, sería la responsabilidad y la posible destitución en caso de 
incumplimiento. 


También observamos claramente en este proyecto -nos preocupa sobremanera- el debilitamiento de la 
facultades de los contribuyentes y el aumento de derechos para la administración tributaria. Esto se puede 
apreciar en el artículo 264, a través del cual a la Dirección General Impositiva no le serán aplicables todas las 
limitaciones contempladas por la Ley N” 18.331. Esto puede implicar que, en el marco de una actuación 
inspectiva, la Dirección General Impositiva pueda vulnerar los derechos de los particulares y llevarse los 
correos, porque tendrá el correo de los particulares, por ejemplo, que contienen todos sus datos personales. 
Como los principios y todas las normas que se establecen en la Ley N* 18.331 ahora no le van a regir a la 
Dirección General Impositiva -porque en aras de su interés superior de administración máxima no le van a 
regir estas limitaciones-, pueden ser claramente vulnerados los derechos de los particulares. Pero, además, no 
contentos con ello, hay una clara pena que nos parece confiscatoria, ya que se estipula una multa, que va 
hasta mil veces el valor máximo de contravención regulado en el artículo 95 del Código Tributario. 


También el artículo 265 faculta a la Dirección General Impositiva a solicitar el auxilio de la fuerza pública en 
el ejercicio de sus cometidos. Si observamos el artículo 68 del Código Tributario, veremos que regula las 
facultades de la Dirección General Impositiva. Ahí claramente tenemos un literal D) que permite a la 
Dirección General Impositiva practicar inspecciones, establece cómo debe hacerlas y toda una serie de 
facultades que ya constan. Sin embargo, nos parece que en esta redacción vaga y genérica, la orden judicial 
debería ser acotada -en el sentido de que la Dirección General Impositiva puede sí solicitar el auxilio de la 
fuerza pública para el ejercicio de sus cometidos, pero siempre que sea en el marco de los derechos y de las 
libertades que se requieran en la Constitución- en el caso de los artículos 11 o 15. En el caso del artículo 11, 
se refiere a la violación del hogar y, en el del artículo 15, a la privación de libertad. 


Otro artículo que nos merece especial consideración es el artículo 266. El inicio de la redacción dice: "Cada 
documento o comprobante, individualmente considerado" -"individualmente considerado"; pongo especial 
énfasis en esto- "que transgreda el régimen general de documentación, tipificará la infracción prevista en el 
artículo 95 del Código Tributario, en tanto la transgresión referida configure reincidencia o pueda impedir el 
conocimiento cierto y directo de los hechos [...]". La Administración lo hace de acuerdo con el artículo 66. 
Esto es la determinación del tributo, en principio, sobre base cierta y, si no, en su defecto, sobre base 
presunta. Esto nos preocupa porque, por cada documento o por cada comprobante que vulnere las normativas 
de derecho tributario formal, la Dirección General Impositiva va a poder aplicar una multa que se topea en 
hasta mil veces el valor del monto de la contravención. Esta nos parece una sanción severísima, muy 
confiscatoria. Lo que se hace a través de este proyecto, con los humildes respetos, es recoger la posición 
favorable a la Administración ... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha finalizado el tiempo de que disponían. 

SEÑORA JONES.- Solo quiero terminar este concepto. 

SEÑOR PRESIDENTE.- El timbre sonó dos veces; ya se han excedido del tiempo disponible. 
SEÑOR ABDALA.- Creo que lo que corresponde es permitirles redondear su exposición. 


SEÑORA JONES.- Solo quiero citar la Sentencia N* 864 de 2010. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si van a dejar material escrito, no es necesario. 
(Interrupción de varios señores Representantes) 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: en primer lugar, quiero exhortarlo a que permita a los 
integrantes de la delegación redondear su exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El timbre sonó dos veces, a los diez y a los veinte minutos. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: es la primera vez, desde que empezó el tratamiento de la 
Rendición de Cuentas que ocurre esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También es la primera vez que se realiza una intervención como la que 
acabamos de escuchar. 


(Interrupción de varios señores Representantes) 


Lo que estoy solicitando es que la delegación deje el material. 


SEÑORA JONES.- Pido disculpas por este pequeño altercado; no era mi intención provocarlo. Lo que 
sucede es que me gusta mucho el tema. 


Señor Presidente: solamente quiero citar la Sentencia N* 864, de 2010, del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que recoge, claramente, la opinión contraria a la DGI, y que está plasmada en este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por falta de determinación legal. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a hacer un esfuerzo por ser breve, pero el Reglamento me ampara y, en todo 
caso, como no tenemos límite de tiempo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debemos tener en cuenta los acuerdos realizados. 


SEÑOR ABDALA.- La sana crítica de cada legislador es la que indicará el tiempo de duración de cada 
intervención. Digo esto, más allá de que intentaré cumplir con la exhortación realizada por el señor 
Presidente. De todos modos, quiero decir que sería bueno que siempre nos ciñéramos al Reglamento. 


Voy a colaborar con la Mesa y voy a realizar consideraciones muy generales, concretas y específicas. Por 
supuesto, aquí se han planteado temas de enorme vastedad y se han hecho comentarios muy jugados y 
definidos en distintos sentidos que hacen a la concepción general de esta Rendición de Cuentas y al diseño 
presupuestal. Por supuesto, este no es el momento de abrir un debate entre nosotros delante de los invitados, 
ya que eso lo haremos en los próximos días en Comisión y más adelante en el plenario. 


Simplemente, quiero dejar constancia del beneplácito que sentimos por recibir a la Cámara Nacional de 
Comercio y Servicios del Uruguay y por haber recibido insumos de parte de esta delegación, los que serán 


incorporados al debate y valorados por cada quien como considere oportuno. 


Quisiera hacer dos comentarios de carácter general y formular una pregunta al doctor Mailhos, ya que fue él 
quien trató el tema a consultar. 


Uno de estos comentarios tiene que ver con el diseño presupuestal. La preocupación que trae hoy la Cámara 
de Comercio y Servicios del Uruguay fue analizada y debatida cuando compareció el Ministro de Economía 
y Finanzas. El Gobierno ha invocado la prudencia fiscal a la hora de la definición de esta propuesta, en 
función de aspectos que hacen al contexto económico, internacional y regional, y a las perspectivas del país 
en dicho contexto. En realidad, todos coincidimos con su diagnóstico; inclusive esos aspectos están 
consignados en el informe económico y financiero del Gobierno. Me refiero a la incertidumbre que se vive en 
la zona euro, a las perspectivas de que se profundice la crisis en Europa y a las señales de desaceleración 
económica que hoy emiten tanto los países emergentes como los países de la región. A partir de allí, 
naturalmente, cada quien tendrá una opinión en función del camino que debe seguirse para manejar la 
variable del gasto público y definir una propuesta, más o menos expansiva, a la hora del ajuste presupuestal. 


El hecho es que la economía nacional, más allá de que aún estamos inmersos -ojalá sigamos así por mucho 
tiempo- en un proceso de crecimiento económico sostenido, ha empezado a dar algunas señales que el propio 
Ministro de Economía y Finanzas reconocía como preocupantes o, por lo menos, atendibles: en el primer 
trimestre del año 2012 se moderó el ritmo de crecimiento y las exportaciones de bienes y servicios, aunque 
han seguido creciendo, lo han hecho a un ritmo menor que en los Ejercicios anteriores. Reitero que a partir de 
allí cada quien calificará esta propuesta de ajuste presupuestal como corresponda, pero este no es el momento 
ni el lugar para debatir sobre ello. En cambio, sí es el momento y el lugar para recibir -teniendo en cuenta su 
propósito- los aportes de la Cámara de Comercio y Servicios del Uruguay, teniendo en cuenta que es un actor 
tan importante para la vida económica y social del país. Por supuesto, nosotros recibimos dichos aportes de 
muy buen grado y con mucho gusto. 


Por otro lado, quiero referirme al Capítulo de los Recursos, sobre el que creo que corresponde realizar un 
comentario de similar tenor al anterior. Por supuesto, no vamos a abrir un debate, pero coincidimos con 
muchas de las cosas que se han dicho. Nosotros, en particular, tenemos discrepancias con la política tributaria 
en cuanto a lo que consideramos es un avance de la Dirección General Impositiva en una suerte de 
acumulación de potestades, que es incuestionable; estos aspectos, en buen medida están contemplados en esta 
Rendición de Cuentas. También discrepamos radicalmente con el Director de Rentas en cuanto a la 
interpretación que hace de determinadas herramientas previstas en el Código Tributario como, por ejemplo, el 
alcance del literal E) del artículo 68; eso es público y es parte del debate que tendremos con relación al 
Capítulo de los Recursos. 


Finalmente, quiero formular una pregunta a la delegación, en particular, al doctor Mailhos, que tiene que ver 
con la modificación que se realiza la ley de creación del Inefop, el Instituto Nacional de Empleo y Formación 
Profesional. En realidad, se realiza una modificación con respecto a las mayorías a la hora de la aprobación 
de recursos -a eso hace referencia el literal £) invocado por esa disposición- para la capacitación y formación 
en todos los aspectos que refieren a la negociación colectiva. En ese sentido, quisiera saber cuál es la 
preocupación de la Cámara o en qué se fundamenta. 


El planteo realizado por el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social cuando concurrió a la Comisión - 
debo confesarlo- me pareció sensato, porque me quedó la sensación de que esta disposición apunta a lograr 
una mayoría especial y, por lo tanto, a asegurarse que la voluntad que determine la aprobación de esos 
recursos sea lo más ampliamente representativa del tripartismo a la hora de asignar recursos a las 
organizaciones gremiales, precisamente, para impulsar instancias de capacitación y formación a los 
negociadores. A su vez -como todos sabemos-, es una obligación, ya que así esta establecido en la ley de 
negociación colectiva del sector privado como en la del sector público. Por eso me pareció bueno el planteo 
del señor Ministro, ya que consideré que era mejor que esto se resolviera por una mayoría especial que 
asegurara el voto, la participación y el concurso de los distintos sectores a que lo dejáramos como está. En 
realidad, no sé si ha funcionado bien o mal pero, en todo caso, lo ha hecho con una mayoría ocasional, 
conformada por el Estado y una de las dos partes de la relación laboral, pero ahora lo hará con una mayoría 
especial. 


Por tanto, quisiera que el doctor Mailhos realizara alguna aclaración adicional con respecto a este tema. 


SEÑOR MAILHOS.- Voy a hacer alguna consideración con respecto a los artículos 195 y 196. 


El artículo 195 agrega un cometido a las competencias que tiene el Instituto Nacional de Empleo y 
Formación Profesional, el cual no estaba especificado en la ley de creación del Instituto. Por tanto, se habían 
generado dudas acerca de si el Instituto podía aplicar recursos para la capacitación de trabajadores y 
empresarios en materia de negociación colectiva, tal como está establecido en la ley de negociación 
colectiva. Por tanto, el artículo 195 no nos presenta problemas en ese sentido. Además, y nos parece 
adecuado que se dé una solución que nos evite dudas y que permita que estas dificultades o diferencias de 
apreciación no se lleven al seno del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Empleo y Formación 
Profesional. 


El artículo 5 de la ley que crea el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional es el que establece 
de qué manera se deben tomar las decisiones. Ustedes saben que el Consejo Directivo está integrado por tres 
Directores del Poder Ejecutivo, dos delegados de los trabajadores y dos delegados del sector empresarial, y lo 
que establece este artículo es que las decisiones deberán tomarse por mayoría y, además, que se procurará el 
consenso. Esto es así, por aquello de que siempre se considera bueno que en estos temas no hayan ganadores 
o perdedores, sino que las cosas se hagan con el máximo de consenso entre las partes. Hay algunas 
soluciones en las cuales se exige el consenso de manera previa a adoptar las definiciones, por ejemplo, en 
materia de contratación de funcionarios del propio Instituto y algunas otras más específicamente establecidas 
en la ley. 


En principio, estamos de acuerdo con agregar el literal Ñ) establecido en el artículo 195; sin embargo, no 
compartimos la solución del artículo 196. En conversaciones mantenidas con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social se procuró dar una solución a este literal Ñ) sin afectar el mecanismo de resolución general 
del Instituto. Además, si así no se entendiera, consideramos que es muy pronto para hacer una evaluación de 
la ley_ del Inefop, y que no tenemos elementos suficientes para poder alterar esa manera de decisión. Por 
tanto, nos parece que esa manera de decisión debería estar referida al literal Ñ) y, en su caso, a una mayoría 
especial de seis en siete. De esta manera, implicaría una mayoría especial para los cursos de formación en 
negociación colectiva que indudablemente debería contar con el voto, la conformidad de todos los actores. 


A nuestro juicio, el artículo 195 está bien, pero no compartimos el artículo 196, que afecta a las mayorías. 
Consideramos que no hay plazo para haber evaluar la ley. Pensamos que está bien lo que se establece en la 
ley originaria del Inefop. Y si se estableciera una mayoría especial para atender al literal Ñ), a nuestro juicio, 
debería ser sobre la base de seis sobre siete. 


SEÑOR BERNINI.- Simplemente, quiero hacer una apreciación personal. 


Tengo muy poca experiencia en el tratamiento de Rendiciones de Cuentas en la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda. En realidad, renuevo mi Legislatura pero hasta ahora nunca había estado en 
esta Comisión, y no sé si todos mis compañeros y colegas tienen experiencia anterior. 


Para mí, en el día de hoy estamos viviendo un cambio histórico de calidad. Es evidente que esos cambios de 
calidad históricos en organizaciones tan señeras como la Cámara de Comercio y Servicios del Uruguay deben 
haber sido muy meditados. Concretamente, piden una reunión en este ámbito parlamentario, en el que 
obviamente escuchamos con mucho respeto, para hacer apreciaciones de carácter político, que van mucho 
más allá de lo tiene que ver con el Inefop, con el tema tributario, que es obvio que les afecta directamente. 


Quiero destacar que es evidente que aquí se está generando un hecho político meditado por parte de la 
Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, porque realiza apreciaciones de carácter político 
que, desde mi humilde punto de vista, rompen una realidad histórica que había en el país en cuanto al rol de 
los actores sociales. Esto no es casualidad, es producto de algo meditado. Reitero que aquí se está generando 
un hecho político. Bastará que en los próximos días estemos atentos a los medios de prensa para darnos 
cuenta de que esto es así. Obviamente, vamos a tener que adaptarnos a esta nueva realidad que hoy comienza. 
En mi caso, voy a tener que meditar muy bien esto que ha sucedido y, seguramente, lo tendremos que 
conversar. Esta situación que ha acontecido en el día de hoy genera otros desafíos que como parlamentarios 
vamos a tener que encarar. 


SEÑOR BEROIS.- Quiero agradecer a la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay por 
los insumos que nos han proporcionado. 


Si el señor Presidente está de acuerdo, propongo hacer llegar a la Cámara Nacional de Comercio la versión 
taquigráfica de la reunión en la que se analizó el artículo 266, en la que consta la opinión del Director de la 
Dirección General Impositiva, contador Ferreri y del señor Ministro de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También vamos a suministrar a la Cámara Nacional de Comercio la versión 
taquigráfica de la sesión a la que concurrió la Suprema Corte de Justicia. En esa oportunidad, ante el 
planteo de un legislador, se dijo que la doctrina de la Suprema Corte de Justicia no es propiciar ningún 
recurso de inconstitucionalidad por normas que pasen el período de Gobierno. De esta manera, todos 
tendremos conocimiento de la jurisprudencia. 


SEÑOR GANDINL.- A veces, una constancia obliga a dejar otra. 


El señor Diputado Bernini hizo referencia a su corta experiencia en leyes de presupuesto. Yo me voy a referir 
a la mía en estas etapas de Gobierno del Frente Amplio y de las anteriores, cuando estaba en la oposición. 
Acá siempre vinieron las delegaciones y dijeron lo que quisieron. Entiendo que dentro del marco del respeto 
a la opinión de los demás, en esta Casa cualquiera puede venir a dar su opinión sobre lo que le parezca. Y 
cuando se trata de una Cámara o una asociación que tiene opinión para dar sobre la marcha en general de la 
economía y, en particular, de lo que pueden afectarle los supuestos sobre los que se construye un presupuesto 
nacional, que nos va a costar a los contribuyentes US$ 10.500:000.000 anuales, la debemos escuchar, nos 
guste o no. Algunas de las cosas que se dijeron aquí ya fueron dichas por nosotros ante el Ministerio de 
Economía y Finanzas, obviamente desde nuestra representación política. Algunas apreciaciones que escuché 
no las comparto -las menos-, otras sí, y otras las voy a estudiar. 


Quiero reivindicar el derecho no inaugural de nada, sino habitual de que las delegaciones vienen aquí y dicen 
lo que les parece. Hemos escuchado delegaciones sindicales que han dicho cualquier cosa. Yo, que tengo más 
memoria institucional que otros aquí, recuerdo haber escuchado cosas muy enfrentadas a la opinión del 
Gobierno y, a veces, de otro tipo de asociaciones. 


Me parece que en esta Casa hay que escuchar con respeto, y si el tiempo no da, se ajustará una segunda 
reunión. 


SEÑOR BERNINI.- Para que no se confunda, pido que luego se lea la versión taquigráfica. 


En ningún momento cuestioné el derecho democrático de todos los que vienen aquí a decir lo que se les 
ocurra; en absoluto. Simplemente, hice una apreciación de carácter político que corre por mi cuenta, y no 
pido opinión a los demás. Yo opino lo que quiero. 


Quiero que quede reflejada claramente en la versión taquigráfica mi actitud democrática. En ningún 
momento se puede inferir de mis palabras que estoy coartando la posibilidad democrática a cualquier actor de 
la sociedad uruguaya de venir a decir lo que se le cante. Pero sí hago una valoración política y pido que se me 
respete. 


SEÑOR MUJICA.- En el mismo sentido que el señor Diputado Bernini, quiero señalar que como 
Representante del Frente Amplio, muchas veces en el pasado como oposición y ahora como Gobierno, 
hemos estado alineados con posturas, por ejemplo, del PYT-CNT en torno a temas nacionales. Por esa 
razón, y con legítimo derecho, me interesa consignar y dejar constancia de este alineamiento de la 
Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay con la oposición política. 


SEÑOR RADÍO.- En primer lugar, quiero decir que doy fe de la vocación democrática indiscutible del 
señor Diputado Gandini. 


En segundo término, considero que no es inaugural esto que sucedió. Toda la vida hemos escuchado planteos 
que no solo abordan puntos específicos de las Rendiciones de Cuentas o de los Presupuestos, sino que tienen 


que ver con concepciones políticas más generales y, a veces, hasta con aspectos filosóficos. Antes, cuando el 
Gobierno era de otro color -aun hoy-, entidades gremiales concurren a cuestionar la Rendición de Cuentas 
hasta desde un punto de vista filosófico. 


Por lo tanto, no me parece que esto sea un cambio en la perspectiva, sino una perspectiva más. Como dije, no 
inaugura ningún nuevo proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que la invitación a las delegaciones en este régimen de 
trabajo, en general -puede haber habido excepciones-, es para tratar artículos específicos que tienen 
referencia con su actividad. Por ese motivo, hablé de actividades empresariales, gremiales, asociaciones 
civiles, que solicitan concurrir por un tema específico. Nosotros podemos responder a todo lo que se 
dijo, pero esta no es la ocasión. En diez minutos de exposición -ya se tomaron más de veinte- ni en diez 
minutos para intercambio se puede abarcar todos los temas que no tienen relación directa con el 
articulado, sino con la exposición política que se hace del Poder Ejecutivo en la presentación de su 
informe. Eso podrá ser discutido; este es el lugar democrático para hacerlo, pero sabiendo previamente 
qué vamos a discutir. En ese sentido, podemos realizar una sesión de varias horas para discutir sobre 
los temas que se han planteado. Pero no se puede utilizar el régimen que fijamos, y que toda la 
Comisión acordó, de diez minutos y diez minutos. Además, la delegación fue advertida al inicio de su 
comparecencia del tiempo de que disponía. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: lo estaba escuchando muy atentamente y me vino a la mente un 
antecedente reciente. El viernes pasado recibimos una delegación de la Asociación de Funcionarios 
Judiciales, que hizo algunas referencias al articulado que contiene el mensaje del Poder Judicial y 
también larguísimas consideraciones -que inclusive motivaron una devolución por parte de varios 
señores Legisladores-, en cuanto al concepto que la Asociación tiene sobre el Poder Judicial, el valor de 
la Justicia y la necesidad de descentralizar determinados procedimientos. Sin embargo, esto no está 
contenido en el mensaje presupuestal del Poder Judicial ni en el del Poder Ejecutivo, y ni el señor 
Presidente se puso nervioso ni nadie reclamó que estuviéramos apartándonos del Reglamento. Por lo 
tanto, me alarma esta suerte de disparidad de criterios a la que estamos asistiendo. 


En este caso, viene una delegación representativa gremial, como lo es la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios del Uruguay, hace referencia a determinados artículos de la Rendición de Cuentas y plantea 
consideraciones generales. Francamente creo que no deberíamos violentarnos por eso, si es que vamos a dar 
garantías a todo el mundo para que se puedan expresar libremente, como estoy seguro está en el ánimo del 
señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con reglas de juego claras de juego, hay absoluta libertad de expresión, en 
este lugar y en todos los lugares correspondientes. Esta no es una regla clara de juego. 


No voy a seguir insistiendo con el tema; lo discutiremos luego porque la delegación que está presente merece 
respeto. 


SEÑOR LOMBARDI.- No compartimos que se nos adjudique intencionalidad política. Hemos hecho 
un análisis de carácter económico y jurídico, que se podrá compartir o no. Son 300 artículos y 
evidentemente veinte minutos no era nuestra expectativa para tratarlos. 


Una ley como la Rendición de Cuentas requiere un análisis profundo y por eso se plantean determinados 
plazos para su tratamiento. Además, es necesario que haya una importante participación de todos los actores. 
En ese sentido, creemos que la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay tiene suficiente 
representatividad como para ser escuchada. Nuestro sector de actividad, que integra comercio y servicio, 
representa el 52% del Producto Interno Bruto y genera el 60% de los empleos privados de nuestro país. 
Además, es la entidad más representativa a nivel gremial, porque reúne a más de diecisiete mil empresas. Por 
lo tanto, hicimos un análisis económico y jurídico muy concienzudo, no se hizo ningún tipo de valoración 
política -como se podrá apreciar en la versión taquigráfica- y descarto cualquier tipo de intencionalidad. 


Como representantes de un sector importante de la sociedad civil entendemos adecuado que se escuche 
nuestra opinión en el seno del Parlamento. 


SEÑORA PEREYRA.- El contador Lombardi acaba de decir que la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios del Uruguay representa a diecisiete mil empresas. Quisiera saber si esta presentación se hizo 
consultando a sus miembros; digo esto porque me interesa saber si la presentación se definió 
democráticamente. 


SEÑOR LOMBARDI.- La Cámara de Comercio tiene carácter nacional y representa a todos los 
sectores de actividad de comercio y servicios. Está integrada por ciento veinticinco gremiales 
representativas de los diversos sectores de actividad en comercio y servicio. 


El análisis que realizó la Cámara está basado en sus equipos técnicos que no necesariamente tiene cada una 
de las gremiales sectoriales. La voz de la Cámara procura tener absoluta asepsia desde el punto de vista 
político y realiza un análisis técnico. Por eso, reitero que no compartimos las valoraciones que se hicieron 
adjudicándonos algún tipo de intencionalidad. 


SEÑOR GROBA.- Quiero dejar constancia que estamos en presencia de una de las cámaras 
empresariales de la actividad privada del Uruguay, que viene a hacer un planteo sobre la política 
económica del Gobierno, en este caso de la Rendición de Cuentas. Naturalmente, es una posición 
política y han dejado constancia de su propuesta, claramente contraria a algunos aspectos de la 
Rendición de Cuentas y de la política económica. Esto es de uso, está bien y, a través del memorándum 
que nos van a dejar, la seguiremos estudiando. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos por culminada la entrevista con la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios del Uruguay. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de Aduanas) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una 
delegación de la Asociación de Funcionarios de Aduanas, integrada por las señoras Adriana Lucero, Gabriela 
García y Carmen Pérez y los señores Roberto Valdivieso, Basilio Pintos y Gualberto Hernández. 


SEÑOR VALDIVIESO.- Queremos hacer referencia a los artículos 311 -relativo a metas- y 110, y a 
otros tres temas que para nosotros son muy importantes. El primero es que, a través de la Orden del 
Día N” 69, se incrementó la carga horaria en la Dirección Nacional de Aduanas. El segundo es el tope 
de los salarios, y el tercero es la situación de los contratados en la Dirección Nacional de Aduanas. 


SEÑORA LUCERO.- Espero que todos tengan en su poder un repartido que dejamos para ser 
distribuido. 


Mi intervención se centrará en la modificación del artículo 311 de la Ley_N? 18.719, que refiere a las multas 
de lo producido por las infracciones aduaneras. Nosotros no estamos de acuerdo con la distribución que se 
está proponiendo, porque nos significaría una rebaja salarial. Todos los funcionarios cobramos un 30% de lo 
producido por las multas, lo que ahora se volcaría a otro tipo de fondo. Lo que queremos es que se nos 
integre al sueldo el dinero correspondiente a ese 30%, y que el restante 


70% se distribuya tal como está planteado en el artículo. Creemos que ha sido un logro gremial que ese 30% 
se dividiera entre todos los funcionarios, sobre todo entre aquellos de menor salario y aquellos que no tienen 
la posibilidad de poner ese tipo de multa. Nosotros percibimos ese dinero desde hace más de diez años, por lo 
que sacarnos esta remuneración -según el artículo no todos cobraríamos la compensación- representaría, en 
los hechos, una rebaja salarial. Esta rebaja salarial se sumaría a otras que ya tuvimos, como la que surge del 
aumento de la carga horaria, de la que hablará mi compañero. 


La intención es que esta remuneración la cobren todos los compañeros que estaban en funciones al 1* de 
enero de 2012. Esto no va a bajar el fondo, que se provee de los propios compañeros de Aduanas quienes 
ponen las multas. Con ese fondo nos pagamos los aportes patronales y los aportes del funcionario. De modo 
que al Estado no le sale nada; es un gasto cero. En este momento se percibe esa remuneración; que se siga 
percibiendo después, no generará problemas. Somos funcionarios, por lo general, con más de cincuenta y 
cinco años de edad. Por lo tanto, a medida que nos vayamos jubilando, se irá dejando de percibir. De 
cualquier manera, el fondo se seguirá nutriendo, por lo que esta solución sería temporal, y no perjudicaría a 
ningún trabajador, que es lo principal en estos casos. 


SEÑOR PINTOS.- El 1” de diciembre de 2010 el Director Nacional de Aduanas emitió la Orden del Día 
N* 69/2010 por la que, unilateral e inconsultamente, nos aumentó la carga horaria de seis a ocho horas. 
En el año noventa, hace veintidós años, llegamos a un entendimiento con el Gobierno para hacer seis 
horas, pero nunca quedó plasmado en un documento. Luego vino este Director, al que se le ocurrió que 
empezáramos a hacer ocho horas, sin la contrapartida salarial. 


Nosotros solicitamos que se derogue esa Orden del Día y que se nos paguen los nocturnos y los feriados. En 
mi caso, trabajo los sábados y domingos de guardia en el Aeropuerto. 


Por esas dos horas que hacemos de más todos los días, trabajamos tres meses gratis al año. 


SEÑORA GARCÍA.- Actualmente, los funcionarios aduaneros presupuestados estamos topeados. El 
tope tendría que ser el 90% del sueldo del Director Nacional. En este momento, el Director Nacional 
cobra $ 88.837,84, pero nosotros estamos topeados en $ 55.009,28 porque el artículo 66 de la Ley de 
Presupuesto N” 18.719 fijó el tope a valores de diciembre de 2010. 


Además, en la Aduana hay funcionarios Fupas, que figuran en el literal C) del artículo 166 de la Ley 

N? 17.296. Esos funcionarios vienen en comisión de otras dependencias y cobran por sus oficinas de origen. 
A su vez, en la Dirección Nacional de Aduanas tienen una categoría diferente por estar haciendo tareas contra 
la represión y el contrabando y tienen un tope distinto al de los aduaneros. El tope de ellos es $ 70.093, y no 
son funcionarios aduaneros. Nosotros, que sí somos funcionarios aduaneros, en este momento estamos 
topeados en $ 55.009. 


En cuanto a la carrera administrativa, los funcionarios no están motivados ni incentivados para concursar. 
Los Grados 10 al 16 están topeados. Hay meses en que los grados bajos cobran quebrantos de caja -que los 
funcionarios del Grado 10 en adelante no podemos cobrar- o alguna compensación especial y terminan 
percibiendo lo mismo que los grados altos. De modo que los grados con menor responsabilidad cobran igual 
que los grados de mayor responsabilidad. 


Solicitamos tener el mismo tope que los funcionarios Fupas, quienes cobran $ 15.000 más que nosotros. 


SEÑOR VALDIVIESO.- El artículo 110 refiere a las funciones de los Fupas dentro del organismo. En 
ese sentido, más que manifestar nuestro rechazo al artículo 110, querríamos que se respetara el 
convenio que se firmó en noviembre de 2010 con el señor Ministro de Economía y Finanzas, el Director 
Nacional de Aduanas, el plenario del MEC y la Asociación de Funcionarios Aduaneros. Allí hay un 
compromiso escrito que no se está respetando, que consiste en no dar más tareas a los Fuppa. Por este 
motivo nosotros solicitamos el rechazo del artículo 110 por el cual se pretende ampliar sus tareas 
cuando en el organismo existen funcionarios aduaneros de carrera con más de veinte años de 
capacitación, experiencia y práctica en práctica aduanera. En este artículo se trata de asignar más 
tareas a los Fuppa. En la Unidad Ejecutora existen ciento dos contratos temporales de derecho público, 
jóvenes que están capacitados para realizar dichas tareas con más de cuatro años de antigiedad, 
concursos realizados y sin estabilidad laboral. Los nuevos ingresos deben ser genuinos por concurso de 
oposición y méritos. 


Esto es lo que solicita la AFA. 


SEÑOR PINTOS.- También solicitamos que los contratados pasen a ser presupuestados; el viernes ya 
vinieron los compañeros del Plenario a plantearlo. Queremos darles la seguridad que significa la 


presupuestación, porque da reglas claras a los funcionarios. 


SEÑOR GANDINI.- En el material que fue distribuido hay propuestas con exposiciones sobre algunos 
de los artículos, pero no la referida a los topes salariales de los funcionarios, que son diferentes de los 
de los Fuppa. Me gustaría saber si existe alguna redacción para modificar ese tope o si simplemente se 
hace el planteo. 


SEÑORA GARCÍA.- Nuestra propuesta establece: "Extiéndese el tope establecido en el literal C del 
artículo 166 de la Ley_N” 17.296 del 21 de febrero de 2001 a las remuneraciones que mensualmente 
perciben los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas, dejándose sin efecto el régimen de 
topes vigente a la fecha". 


SEÑOR ABDALA.- Recuerdo la discusión que se dio el año pasado sobre el artículo 311, tema que 
preocupó mucho a la AFA en función de que la redacción original de la propuesta le otorgaba mucha 
discrecionalidad a la Dirección Nacional de Aduanas a la hora de asignar los porcentajes. Creo que por 
suerte esto se logró limar en aquel momento y se acotó bastante bien. 


Cuando ustedes hablan de rebaja salarial, supongo que lo asocian al aumento del horario en dos horas que se 
señala en el documento. Quisiera saber si la Dirección relacionó una cosa con la otra y si en la resolución que 
determinó la modificación del horario -no deja de ser una modificación de las condiciones de trabajo; esta es 
otra discusión más general que se ha dado con COFE con respecto a toda la Administración Pública- hubo 
alguna referencia en cuanto a la participación en las multas. Pensando desde el punto de vista jurídico, me 
gustaría conocer sí se vinculó la participación en las multas o lo que eso representa en tanto ingreso adicional 
para los funcionarios con la necesidad de cumplir un mayor horario. 


Los Fuppa también son un tema complejo, polémico, que no es nuevo, sino que es de larga data. En más de 
una oportunidad hemos tenido discusiones al respecto con el Director Nacional de Aduanas en la Comisión 
de Hacienda. ¿Cuántos funcionarios en esta condición -los llamados Fuppa, traídos de otros organismos- hay 
actualmente en la Dirección Nacional de Aduanas. 


SEÑORA LUCERO.- Hay dos tipos de rebaja salarial. Una es la reducción del 30% de las multas, y la 
otra es resultado del cambio de horario. El Director quiere negociar horario por reestructura, pero este 
sindicato no está dispuesto a ello. La reestructura de Aduanas es de interés no solo de los funcionarios, 
sino también de todo el país: si la Aduana no controla -lo venimos pregonando desde hace mucho 
tiempo-, no puede funcionar lo que definimos como país productivo. 


El Director quiere volcar el 30% de las multas en un fondo para distribuirlo entre algunos funcionarios; no 
hemos podido acordar que todos los funcionarios lo cobren. En las metas deberían considerarse todos los 
funcionarios, pero en este caso no va a ser así. 


Por lo tanto, esto será una rebaja salarial muy importante para la mayoría de los funcionarios aduaneros. 


En este momento hay 50 Fuppa -se ha llegado al tope máximo-, que no solo cumplen las funciones 
establecidas en la ley -represión y control de tránsito aduanero-, sino otras. Nosotros estamos denunciando 
que no se está cumpliendo con el convenio firmado entre el señor Ministro de Economía y Finanzas, el 
Director de Aduanas y los gremios correspondientes; este convenio fue adjuntado a la documentación que 
dejamos en esta Comisión. 


El problema de estos funcionarios es que la relación costo-beneficio no es buena. No han hecho nada, pero 
cada Director que asume nombra a sus Fuppa, porque son personal de confianza. Algunos siguen haciendo 
cursos y otros no. No se sabe ni dónde están ya que están separados de los funcionarios de Aduanas; algunos 
ni siquiera están en el mismo edificio. Inclusive, desde que están los Fuppa, mucho del dinero destinado a la 
represión del contrabando se utiliza en esos equipos, en desmedro de los equipos operativos de carrera que 
tiene la Dirección Nacional de Aduanas.. Hasta el momento ha sido así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. La versión taquigráfica de lo expuesto será 
remitida a la AFA y al Ministerio de Economía y Finanzas, con destino a la Dirección Nacional de 


Aduanas, a fin de que pueda opinar, y luego ser considerado por la Comisión y el pleno de la Cámara 
de Representantes.. 


(Se retira de Sala la delegación de la AFA) 


(Ingresa a Sala el Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación del 
Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, integrada por su Presidente, contador 
Luis González Ríos, por el Secretario de la Comisión Tributaria, contador Darío Martínez y por la contadora 
Carolina Oreiro. 


SEÑOR GONZÁLEZ RÍOS.- En nombre del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores 
del Uruguay, queremos agradecer a esta Comisión por habernos recibido. 


Estamos acá para realizar comentarios o sugerencias sobre algunos de los artículos que están a estudio de esta 
Comisión. 


Queremos dejar en claro que nuestra participación tiene que ver con el compromiso del Colegio de 
Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay de apoyar a las distintas instituciones, en particular, 
al Parlamento, y que todos nuestros aportes son estrictamente técnicos. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El propósito de nuestra intervención es analizar desde el punto de vista técnico 
algunos artículos de la Rendición de Cuentas que tienen incidencia en nuestro ejercicio profesional. 
Nuestro análisis se basa en comentarios y en una conclusión para cada artículo. 


Vamos a empezar con un análisis del artículo 113, en el cual se establece la ampliación de la frontera del 
secreto tributario de la Dirección General Impositiva a la Dirección General de Comercio, en los casos en los 
cuales se realicen inspecciones a usuarios o explotadores de zona franca. 


En este caso, nos interesa hablar sobre la conclusión. Consideramos que el legislador, al redactar el 

artículo 47 del Código Tributario, tuvo en cuenta la relevancia de mantener el secreto sobre las actuaciones 
de la Administración y sus funcionarios, y que solamente este puede ser relevado a solicitud de la Justicia 
Penal de Menores o Aduanera, siempre y cuando se base en resolución fundada. Además, la violación de esta 
norma puede significar la destitución del funcionario infidente. En este marco, pensamos que el fin que se 
busca al redactar el artículo 113 no es más que perforar uno de los principios básicos del Código Tributario. 
Asimismo, otros principios fundamentales del derecho que se vulneran son el principio de separación de 
Poderes, el de tutela jurisdiccional y el de seguridad jurídica. 


El artículo 264 del proyecto afecta la protección de los datos personales, y establece que la DGI tendrá la 
facultad de solicitar, para el cumplimiento de sus funciones, información referente a la intimidad de los 
contribuyentes. 


En primer lugar, se busca dar rango legal a las resoluciones de la Dirección General Impositiva de solicitud 
de información a colegios, clubes, entre otros. Mediante la aprobación de este artículo se le autorizaría a 
solicitar información con criterios generales o, en caso de inspecciones, cuando se le solicite información a 
deudores o a acreedores. 


En segundo término, consideramos que hay derechos inherentes a la personalidad humana que no se 
contemplan en este artículo, como el derecho a la intimidad y a la protección de datos personales. 


En tercer lugar, entendemos que se perfora el alcance de lo establecido en el artículo 3* del Código 
Tributario, que refiere a las potestades de la Administración, que dice: "Además de sus potestades privativas 
y sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo anterior, el Poder Ejecutivo podrá dictar por decreto normas de 
carácter general concernientes a la determinación, percepción y fiscalización de los tributos, siempre que no 
hubiere regulación legal al respecto.- Los órganos encargados de la recaudación podrán impartir 
instrucciones de carácter general en los casos en que las leyes o los decretos dictados con arreglo a ellas, lo 


autoricen y al solo efecto de facilitar la aplicación de dichas normas". Lo que se modifica es este último 
párrafo. Nosotros concluimos que la Dirección General Impositiva carece de facultades para dictar normas de 
carácter obligatorio que afecten los derechos de los contribuyentes. La DGI, como órgano encargado de la 
recaudación tributaria, solo puede impartir instrucciones de carácter general al solo efecto de facilitar la 
aplicación de leyes y decretos. Estas instrucciones son para funcionarios y no para terceros. 


Este artículo propuesto en la Rendición de Cuentas va en contra del segundo inciso del artículo 3” del Código 
Tributario y de la doctrina más recibida. Además, en ese sentido, hay fallos del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, como las sentencias 130/87, 204/993, 90/997 y 874/011 que ratifican esta postura. En el 
tercer inciso del artículo 264, el valor máximo de sanción que se fija por el incumplimiento no es razonable, 
puesto que la DGI puede llegar a solicitar información a no contribuyentes, quienes tendrían que pagar la 
multa de mil veces el valor de la contravención, cuando podrían estar exonerados de todo tributo por normas 
constitucionales. Consideramos que las sanciones previstas son desmedidas y que pueden llegar a ser 
confiscatorias. Sabemos que en sesiones anteriores se habló del monto de la multa; mil veces el monto de una 
contravención es mil veces $ 4.400, es decir, aproximadamente US$ 200.000 


El artículo 265, dice: "La Dirección General Impositiva podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para el 
desarrollo de sus cometidos". En este caso, el Colegio considera que no se contemplan los siguientes 
derechos humanos: el derecho al debido proceso, el principio de tutela jurisdiccional, el principio de 
especialidad y el de la mínima intromisión posible. 


Al respecto, queremos citar un análisis del doctor César Pérez Novaro, que dice: "El acompañamiento de un 
policía puede invocarse por motivos de seguridad personal, previendo los inspectores ser objeto de 
agresiones físicas o verbales. La previsión tiene que tener un fundamento fáctico, no debe basarse 
exclusivamente en la sospecha o en un temor abstracto, aplicable a cualquier situación, sino que se debe 
fundar en hechos comprobados, objetivos, verificables. La presencia de la Policía no agrega nada nuevo a la 
inspección, ni amplía las facultades del Fisco". Por otra parte, expresa: "La doctrina se ha pronunciado por la 
negativa respecto de la utilización de la fuerza pública en las inspecciones fiscales, puesto que no existe ley 
que lo autorice y si se dictara dicha ley, sería inconstitucional. Existe un deber de la Administración de 
efectuar la fiscalización mediante la utilización del principio de la mínima intromisión posible". 


Nosotros concluimos que los principios generales del derecho invocados hacen que la disposición sea 
inconveniente e inoportuna, deviniendo ilegítima. Consideramos, a su vez, que podría llegar a constituir un 
elemento no solamente distorsivo sino intimidatorio en la actuación inspectiva, con la vulneración de 
derechos individuales del contribuyente. Asimismo, el accionar policial está minuciosamente regulado por la 
Ley de Procedimiento Policial y a ella debería remitirse la norma. Consideramos que el artículo propuesto es 
inconstitucional y que no hace referencia a texto expreso al alcance de la intervención policial y cuál es su 
motivo. No comprendemos la motivación de esta disposición dentro del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas. Sería distinto si el artículo dijese que es para preservar la seguridad personal de los inspectores, pero 
con esta redacción no queda claro su significado. 


El artículo 266 nos llamó mucho la atención porque habla de la contravención que se va a considerar por 
cada comprobante en infracción. Dice: "Cada documento o comprobante, individualmente considerado, que 
transgreda el régimen general de documentación, tipificará la infracción prevista en el artículo 95 del Código 
Tributario, en tanto la transgresión referida configure reincidencia o pueda impedir el conocimiento cierto y 
directo de los hechos previstos en la ley como generadores de la obligación tributaria, en los términos 
dispuestos por el artículo 66 del Código Tributario. A los efectos de la configuración de reincidencia se estará 
a lo dispuesto por el artículo 100 del Código Tributario.- En ningún caso, el importe total de las multas 
correspondientes por aplicación del presente artículo podrá exceder mil veces el valor máximo de la multa 
por contravención establecida por el referido artículo 95". Esto equivale a US$ 200.000. 


Los comentarios que queremos hacer con respecto a este artículo son los siguientes. 


En primer lugar, queremos citar la Sentencia N* 864 de 2010 del TCA, que falla con respecto a la 
contravención. Expresa: "En lo que respecta a la multa por contravención, también le asiste razón a la actora, 
porque la emisión de 36 facturas vencidas en un período de dos meses, debe entenderse como una única 
infracción agravada por la continuidad y no como una infracción por la emisión de cada factura, en tanto se 
debe entender que obedeció a una misma resolución de usar tal libreta de facturas". El Tribunal se basó en el 
artículo 58 del Código Penal y en el artículo 100 del Código Tributario. 


En segundo término, el derecho tributario infraccional se relaciona con el derecho penal. El Código Penal 
uruguayo prevé la figura del delito continuado en el artículo 58, que dice: "Varias violaciones de la misma ley 
penal, cometidas en el mismo momento o en diversos momentos, en el mismo lugar o en lugares diferentes, 
contra la misma persona o contra distintas personas, como acciones ejecutivas de una misma resolución 
criminal, se considerarán como un solo delito continuado y la continuación se apreciará como una 
circunstancia agravante". 


Por otra parte, el artículo 100 del Código Tributario, establece la graduación de las sanciones y define el 
concepto de reincidencia en el numeral 3): "La reincidencia, la que se configurará por la comisión de una 
nueva infracción del mismo tipo antes de transcurridos cinco años de la aplicación por la Administración, por 
resolución firme, de la sanción correspondiente a la infracción anterior". 


Nosotros concluimos que en lo que respecta a la multa por contravención, corresponde rechazar la 
legitimidad del artículo 266 de la Rendición de Cuentas por razones de juridicidad, ya que la emisión de 
facturas con vicios formales pertenecientes a un mismo mazo de documentos debe entenderse como una 
única infracción agravada por la continuidad y no como una infracción por la emisión de cada factura, en 
tanto se debe entender que obedeció a una misma resolución de usar tal libreta o rango correlativo de 
facturas. 


El TCA, por unanimidad, establece inequívocamente esta interpretación jurídica en la Sentencia N* 864 de 
2010, donde sostiene lo siguiente: "Interpretando el Artículo 95 y su contexto, lo que incluye disposiciones 
como el Artículo 100 del Código Tributario y los Principios e institutos del derecho penal, puede apreciarse 
que la ley considera contravención una acción que se puede cometer mediante un único acto o mediante una 
serie de actos”. Continúa: "Que para el caso de que no se compartiera que en la especie la acción infraccional 
es una, compuesta por varios actos, entendiéndose que la emisión de cada factura implica la comisión de una 
infracción de contravención independiente, no corresponde aplicar una multa por cada factura emitida, 
porque aplican los Principios e institutos del derecho punitivo al que pertenece el citado Artículo 95, y por 
ende, la regla de la 'continuidad' recogida por el Artículo 58 del Código Penal y por el Artículo 100 del 
Código Tributario". 


Asimismo, en cuanto al "quantum" de la multa, nos caben las mismas consideraciones que respecto al 
artículo 264, ya que entendemos que desvirtúan la naturaleza del tipo infraccional que no es un 
incumplimiento grave. 


Las sanciones que el legislador previó en el Código Tributario para el caso de incumplimientos formales no 
reflejan el contenido de este artículo, que no es aplicable ni deseable si se considera la necesaria gradualidad 
en las sanciones. No compartimos este tipo de sanciones tan gravosas para este tipo de incumplimientos que 
no constituyen faltas graves. Tampoco se ha establecido su graduación a texto expreso y deja, por lo tanto, 
sujeto a discrecionalidad de la DGI su imposición. En los hechos, eso constituye un elemento coercitivo 
ilegítimo a la hora de iniciar una actuación inspectiva. 


Para culminar la presente conclusión, citaremos algunos casos de infracciones formales. Un ejemplo sería 
que los milímetros requeridos para el tamaño del recuadro de una factura donde debe anotarse el número de 
RUT del comprador no sean del tamaño establecido por una resolución de la DGI, en cuyo caso habría que 
pagar $ 4.400 por cada factura que se hubiese hecho mal. Otro ejemplo sería utilizar una libreta de facturas 
vencidas. Cuando uno solicita una constancia para la impresión de documentación, esta tiene dos años de 
vigencia; muchas veces, a los comerciantes se les pasa ese período y la sigue utilizando sin el propósito de 
cometer ningún ilícito. A nuestro entender, es una desatención, una falta leve. Sin embargo, en este caso 
también por cada factura emitida se cobrarían $ 4.400 hasta llegar a un monto máximo de US$ 200.000. Otro 
ejemplo es la emisión de comprobantes con tachaduras o enmiendas, que todos sabemos que está prohibido. 
En todos los casos se cobraría una multa por cada comprobante emitido en esas condiciones. Creemos que el 
punto debe ser estudiado. 


En el artículo 270 se establece la suspensión del Certificado Único a las empresas que incumplan con 
determinados deberes derivados del pago de sus tributos. Compartimos perfectamente el texto del segundo 
inciso del artículo 80 del Título 1 del Texto Ordenado de la DGL, que establece lo siguiente: "Facúltase a la 
Dirección General Impositiva a suspender la vigencia de los certificados anuales que hubiera expedido, 
cuando el contribuyente se atrasare en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias". Esa es la redacción 


actual. Con el cambio propuesto la Administración también tendría la facultad de suspenderlo cuando no se 
presenten balances contables, no fiscales, ante la Auditoría Interna de la Nación. 


Como conclusión, a nuestro entender surge de los artículos 97 bis y 412 de la Ley N* 16.060, de Sociedades 
Comerciales, y del artículo 8” del Decreto Reglamentario 253/001, que es a la Auditoría Interna de la Nación 
que compete aplicar sanciones para los casos de incumplimiento de la normativa legal referente al registro de 
los estados contables. En caso de que este artículo se transformara en ley, se brindaría a la DGI la facultad de 
duplicar la sanción a las empresas por una misma infracción. 


Asimismo, en caso de aprobarse la siguiente disposición, consideramos necesario establecer a texto expreso 
que la obligación de presentar estados contables se refiera a los correspondientes a ejercicios económicos 
cerrados a partir de la vigencia de la ley. 


En el artículo 272, que es el único que analizaremos, se hace referencia a las multas por la no presentación de 
declaraciones juradas o por el incumplimiento de deberes formales vinculados al sistema de precios de 
transferencia. 


Este artículo que se propone agregar al Texto Ordenado 1996 establece: "Quien incumpliera cualquiera de los 
deberes formales establecidos en el marco del régimen de Precios de Transferencia dispuesto por el presente 
capítulo y su respectiva reglamentación, será sancionado con una multa de hasta mil veces el valor máximo 
de la multa por contravención (artículo 95 del Código Tributario)". Aquí hablamos nuevamente de los 

US$ 200.000. El comentario es que este artículo se agrega al Capítulo VII de Precios de Transferencia del 
Título 4. 


Nuestra conclusión es que el artículo 272 establecería un valor máximo de sanción por el incumplimiento de 
estos deberes formales que no es razonable. Entendemos que las sanciones previstas son desmedidas y 
pueden llegar a ser confiscatorias, por lo que violan el principio de seguridad jurídica. 


Consideramos que las sanciones previstas en este artículo pretenden modificar los montos de contravención 
contrariando el espíritu del Código Tributario, que en su artículo 95 buscó sancionar el incumplimiento de 
obligaciones formales con una multa cuyo monto máximo al día de hoy son $ 4.400. 


A modo de ejemplo, y con el fin de explicitar lo gravoso de la sanción prevista en este artículo, se debe 
considerar que la multa máxima actual por la no presentación de la declaración jurada anual referida al 
Impuesto a la Renta, es decir la declaración principal de cualquier contribuyente, son $ 710, La declaración 
jurada informativa sobre precios de transferencia no es otra cosa que documentación supletoria a esta. 


A modo de resumen de nuestras consideraciones, citamos lo enunciado en el Código Tributario concordado y 
anotado en el comentario al artículo 95, que es el que refiere a las contravenciones: "Las disposiciones 
posteriores al Código vinculadas con infracciones de contravención son objetables, no solamente desde el 
punto de vista de su juridicidad sino también por crear un régimen paralelo y desconectado con el CTU y 
especialmente porque han agravado notoriamente la situación de los contribuyentes sin otorgarles las debidas 
garantías de defensa". 


Eso es todo, señor Presidente. 


SEÑOR BEROJIS.- Supongo que los contadores ya cuentan con el material, pero aclaro que en el Acta 
N* 69 de la Rendición de Cuentas, correspondiente a la sesión en que recibimos al señor Ministro de 
Economía y Finanzas y al Director de Rentas, se explica gran parte de los artículos a los que los 
representantes del Colegio de Contadores han hecho referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que sí lo tienen porque han citado palabras del Director General de 
Secretaría correspondientes a esa sesión. 


Agradecemos las opiniones vertidas por el Colegio, más allá de que podamos o no compartirlas. 


La versión taquigráfica de esta entrevista será remitida al Ministerio de Economía y Finanzas y a la Dirección 
General Impositiva para que tengan en consideración la opinión del Colegio de Contadores al respecto. 


Agradecemos su presencia en Sala y volvemos a pedirles disculpas por la demora. 


(Se retira de Sala la delegación del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay) 


Propongo un intermedio hasta la hora 14, dado que las delegaciones invitadas para esta hora no están 
presentes. 


(Apoyados) 


Se pasa a intermedio. 


(Es la hora 13 y 41) 


Continúa la sesión. 
(Es la hora 14 y 10) 


(Ingresan a Sala una delegación de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay) 


La Comisión da la bienvenida a los señores Luis Ferrari, Presidente, y Jhonny Bertinat, Secretario de la 
Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay, respectivamente. 


SEÑOR FERRARL.- Agradezco a la Comisión por recibirnos. Soy el doctor Luis Ferrari, Presidente de 
la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay, entidad gremial que cuenta con casi el 100% de los 
Defensores Públicos del país entre sus afiliados. 


A vía de presentación diremos que la Defensa Pública es una institución dependiente del Poder Judicial con 
presencia en todos los departamentos del país, por la cual se brinda una asistencia integral en todas las 
materias y en todas las instancias y etapas procesales a aquellos que no pueden o, exclusivamente en caso de 
la materia penal, no quieren pagar un abogado. 


Es por ello que deseamos destacar que el servicio de Defensa Pública actúa como una real garantía de acceso 
democrático a la Justicia, es decir, es la garantía de que toda la sociedad pueda acceder a la Justicia sin 
importar su condición socioeconómica. Además, es una garantía de efectividad de los derechos. 


Creemos, por tanto, que el fortalecimiento de la Defensa Pública debería ser considerado como una política 
de Estado, como fuera recomendado, además, por dos recientes resoluciones de la OEA. 


En Uruguay contamos con tan solo 210 Defensores Públicos que atienden aproximadamente 250.000 casos al 
año, teniendo porcentajes muy altos de actuación en el sistema Judicial. Por ejemplo, en materia penal y de 
ejecución penal, rondamos el 90% de todos lo casos y tenemos muy altos porcentajes de actuación en 
violencia doméstica y justicia penal de adolescentes, así como también en todas las demás ramas del derecho. 


Entrando ya en tema, y respecto al proyecto de Rendición de Cuentas que fuera enviado por el Poder Judicial, 
diremos que apoyamos algunos artículos. El artículo 1%, referido a un aumento del 14, 28% en lo que resta del 
quinquenio, lo apoyamos tal como fuera enviado por la Suprema Corte de Justicia. Sin perjuicio de ello, 
creemos necesario que se establezca un aumento diferencial para el Escalafón VII, Defensa Pública, ya que 
fue excluido de los aumentos salariales que se otorgaron al Poder Judicial en el quinquenio anterior. En 
efecto, la Defensa Pública fue excluida de la reestructura del Poder Judicial que trajo aparejado importantes 
aumentos salariales para todos sus demás funcionarios. 


A su vez, la Defensa Pública también resultó excluida de la aplicación del artículo 454 de la Ley N* 17.930, 
que otorgó una recuperación de los salarios reales públicos del 19,5% a todos los funcionarios públicos, con 
excepción del Poder Judicial -decía la norma- en virtud de que el mismo ya había realizado su propia 
reestructura que incluía la recuperación salarial de sus funcionarios. Vale decir que los integrantes del 
Escalafón VII -Defensa Pública- quedamos excluidos tanto de los aumentos del Poder Judicial por 
reestructura como del de todos los funcionarios públicos que rondó, en el quinquenio anterior, el 19,5%, 
siendo los únicos funcionarios públicos que no tuvieron recuperación salarial en el quinquenio. 


Ante esta grave inequidad que venimos sufriendo desde hace años, creemos que la única solución es la 
aprobación de ese aumento diferencial para el Escalafón VII, Defensa Pública. 


Apoyamos enfáticamente el artículo 2”, que refiere a la implementación del Salario Vacacional, actualmente 
inexistente para el Poder Judicial. Se trata de una vieja reivindicación de todos los gremios de este Poder. 


También apoyamos los artículos 10, 15, 16 y 17, que establecen la creación de cargos de Defensores 
Públicos. Creemos que es una necesidad del organismo y van a servir para brindar un mejor servicio a la 
población. 


Como dijimos al principio, somos solamente 210 Defensores Públicos y, por lo tanto, creemos que debemos 
apoyar la creación de cargos para dar un mejor servicio. 


Apoyamos particularmente el artículo 17, que propone la creación de cargos de Defensores Suplentes, ya que 
actualmente no existen. Cuando algo impide el normal desarrollo de las funciones, por ejemplo una licencia, 
los pocos Defensores existentes se ven recargados en sus tareas, haciendo que sea aun más gravosa. Creemos 
que la creación de estos cargos redundará en un mejor servicio. 


SEÑORA PEREYRA.- ¿Existieron en algún momento Defensores Suplentes o nunca hubo y ustedes 
están proponiendo su creación? 


SEÑOR FERRARI. En una época existieron cargos de Defensor Suplente, pero luego fueron 
absorbidos como Defensores Titulares. Actualmente no existen cargos de Defensores Suplentes. 
Aspiramos a que se creen, por lo menos, dos cargos para el interior y dos para Montevideo que nos 
permitan suplir las licencias que, a veces, complican el normal funcionamiento. No apoyamos los 
artículos 9” y 22 del proyecto de la Suprema Corte de Justicia. 


El artículo 9” refiere al incremento de la partida de perfeccionamiento académico con destino exclusivamente 
a los cargos del Escalafón Il, "Profesional", no equiparados del Poder Judicial. Actualmente un Defensor 
Público cobra por este concepto la cuarta parte, aproximadamente, de lo que por el mismo concepto percibe 
un Juez Letrado. Consideramos que es imprescindible que el importe que se recibe por este concepto sea 
idéntico al que perciben los Jueces Letrados, ya que la necesidad de perfeccionarse es exactamente la misma 
y tiene el mismo costo económico para todos los sujetos del proceso, que deben estar en igualdad de 
condiciones. 


En este artículo se nos excluye del aumento de la Partida de Perfeccionamiento Académico, por lo que el 
Escalafón VII, "Defensa Pública", pasará a ser el que menos perciba por este concepto, agrandándose la 
diferencia existente ahora no solo con los Magistrados sino con todos los demás integrantes del Poder 
Judicial. Entendemos que esto menoscaba nuestra dignidad funcional y que perjudicará el servicio ya que el 
perfeccionamiento académico queda, una vez más, sujeto al esfuerzo particular de cada Defensor. 


Es por ello que creemos que el aumento proyectado en esta partida debe extenderse a todo el Escalafón VI y 
que los Defensores Públicos deben percibir por este concepto una cifra idéntica -reitero- a la que perciben los 
Jueces Letrados. 


El artículo 22 del proyecto de la Suprema Corte de Justicia refiere a la transformación de los actuales cargos 
de Procuradores que ejercen tareas en la Defensoría Pública en lo Penal con más de veinticinco años de 
antigúedad en el Poder Judicial, en cargos de Defensores Públicos de Montevideo, con la opción de que 
puedan elegir entre ejercerlos con carácter "full time" o "part time". 


La iniciativa de la Suprema Corte de Justicia de operar estas transformaciones motivó una gran preocupación 
entre nuestros afiliados, quienes convocaron en forma urgente y extraordinaria a una asamblea de nuestro 
gremio a los efectos de declararse en conflicto y en asamblea permanente para adoptar medidas que afecten 
el servicio, si es que la iniciativa es aprobada. 


Esta Asociación desea hacer saber su total desacuerdo y disconformidad con dicho artículo por los siguientes 
motivos. En primer lugar, la Asociación considera que da por tierra con la carrera de Defensor Público 
establecida por la Ley_N” 17.930, en la que se establece como escalones los cargos de Procurador, Defensor 


Público del interior, Defensor Público de la Capital y finalmente, en grado ascendente, el de Director de 
Defensoría. A dicha carrera la propia Suprema Corte de Justicia siempre le otorgó importancia, y no 
comprendemos por qué hoy se la pretende ignorar, vulnerando los derechos de nuestros asociados, que desde 
hace varios años están realizando dicha carrera en el interior de la República. 


En segundo término, dicho artículo vulnera lo expresado en la Ley_N* 17.930 y en la Acordada N* 7.728, que 
refiere al reglamento de calificaciones, ascensos e ingresos al Poder Judicial de los Defensores Públicos, 
Directores de Defensorías y Procuradores. Allí se expresa que los Procuradores pueden comenzar la carrera 
de Defensor Público concursando para los cargos del interior que queden vacantes. Se destaca, además, que 
todo nuevo cargo de Defensor Público debe ser en régimen de "full time". 


En tercer lugar, en cuanto a la oportunidad en que se solicita realizar estas transformaciones, se da justo en el 
momento en que veintisiete Defensores Públicos del interior están realizando un concurso para llenar apenas 
cuatro vacantes en Montevideo, honrando así esa carrera y obteniendo el cargo de Defensor Público de la 
capital, que por ser considerado un ascenso conlleva un aumento del salario. 


Se debe destacar que muchos de los Defensores Públicos del interior que actualmente están concursando para 
obtener su ascenso en la capital ya han sido Procuradores durante muchos años, que muchos de ellos tienen 
más de veinticinco años de antigijedad en el Poder Judicial, y que en algunos casos desempeñaron o 
desempeñan tareas en la materia penal, requisitos exigidos por el proyectado artículo 22 a los hoy 
Procuradores, a quienes se les pretende transformar el cargo en Defensores Públicos de la Capital. Sin 
embargo, han tenido que hacer el sacrificio de ir a trabajar al interior para cumplir con las disposiciones 
vigentes. 


Es por ello que consideramos que todos los Defensores Públicos del interior, especialmente los que están 
actualmente concursando para ascender tienen mayor derecho que los Procuradores para los cargos que 
existen o puedan existir en Montevideo. 


Esta Asociación, al igual que todos los gremios del Poder Judicial, a solicitud de la Suprema Corte de Justicia 
manifestaron sus aspiraciones para la elaboración del proyecto de Rendición de Cuentas, y opinaron sobre lo 
que los demás gremios solicitaban. Nunca figuró entre las aspiraciones de ningún gremio la transformación 
solicitada en el artículo 22. Inclusive, no figuraba entre las aspiraciones que manifestó un denominado 
"Grupo de Procuradores", restándose seriedad y confianza al trabajo realizado por las respectivas 
agremiaciones con las transformaciones proyectadas. 


Deseamos destacar nuestra discrepancia con esta vía oblicua de crear cargos de Defensor, transformando 
cargos ya ocupados de Procurador, tanto por la vía de acuerdo de la Suprema Corte de Justicia como por 
medio de esta iniciativa del artículo 22 del proyecto ya que, reiteramos, de esta forma se viola la carrera 
funcional de los Defensores Públicos y la normativa de la propia Corporación. 


Además, rechazamos el erróneo argumento de que dichos Procuradores estén ejerciendo tareas de Defensor 
Público. Lo que sí ejercen, precisamente, son tareas de Procurador, que están descritas en la normativa 
vigente. 


Reconocemos, al igual que la Suprema Corte de Justicia, la necesidad de nuevos cargos de Defensor Público 
de la Capital en materia Penal, y por ello creemos que es más apropiado aprovechar la iniciativa presupuestal 
de la Suprema Corte de Justicia para las transformaciones proyectadas en el artículo 22, pero no para 
transformar sino para crear esos nuevos cargos de Defensor Público de la Capital, y que se concurse, como 
está establecido, para llenar esas vacantes, dejándose de lado la transformación solicitada. 


Es cuanto tengo para decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informo a la delegación que, como es habitual, a ustedes y a la Suprema 
Corte de Justicia les haremos llegar una copia de la versión taquigráfica de esta sesión. 


SEÑOR BERTINAT.- Quiero hacer una pequeña aclaración. 


Cuando compareció aquí la Suprema Corte de Justicia dijo que la Asociación de Defensores de Oficio del 
Uruguay estaba de acuerdo con el artículo 22. Esa situación no es así. Queremos aclararlo para que la 
Comisión lo tenga presente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una aclaración que corresponde hacer. 
Agradecemos que hayan concurrido. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación del Club Neptuno) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a la delegación del 
Club Neptuno, integrada por el señor Luis Pardiñas y las señoras Ana Deservici, Laura Verdía, Graciela 
González y Yeyssi Barboza. 


Las organizaciones civiles que recibiremos a partir de ahora concurren para referirse al capítulo de Subsidios 
y Subvenciones. Se ha conformado un grupo especial para atender esta problemática, pero esta Comisión, en 
pleno, en régimen especial, ha decidido recibir a las delegaciones, por un breve lapso, por la cantidad de 
delegaciones que se han acumulado. Hemos acordado que se realice una exposición de diez minutos y, a 
diferencia de otras oportunidades, sin intercambio de opinión con los Diputados, porque este asunto será 
analizado por un grupo de trabajo que integran las señoras Diputadas Payssé y Caballero, y los señores 
Diputados Radío, Michelini, Vázquez y Otegui, que se reunirá el próximo martes. Les haremos llegar el 
material que nos entreguen. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Soy Director de Proyectos Especiales del Club Neptuno. Venimos aquí a 
presentar nuevamente un proyecto que iniciamos en el año 2009. 


Trajimos un memo muy escueto porque ya presentamos aquí el proyecto y entregamos una carpeta, en su 
oportunidad. 


Me acompañan Inspectoras de Primaria y de Secundaria; falta el representante del INAU porque no pudo 
venir. 


En virtud del escaso tiempo de que disponemos, simplemente me referiré a los beneficios y lo que hemos 
hecho de forma gratuita, actividades en las que el Club ha participado dando el espacio necesario de forma 
gratuita y brindando las condiciones para que se pudieran desarrollar los proyectos, cuyos resultados han sido 
muy buenos. Luego, alcanzaremos una evaluación de los resultados que tenemos, que ya son conocidos por 
la Comisión de Educación y Cultura y la Comisión Especial para el Deporte, que fue la que nos incitó a 
volver a pedir los fondos en la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


Concretamente, el proyecto "Niños al agua" se presentó para la enseñanza de natación de 5.000 niños, con 
donaciones, según la Ley N* 18.083, con el apoyo de empresas públicas y del Estado. Nosotros lo hicimos, 
pese a que encontramos una serie de inconvenientes. El contenido del proyecto que presentamos, que lo 
tienen en las carpetas que entregamos hace dos años -la señora Secretaria de Comisión estaba tratando de 
conseguirlas para que las tuvieran a mano; han tenido una modificación, pero muy pequeña-, consiste en una 
solicitud de apoyo a la Cámara de Representantes, una solicitud de apoyo a la Presidencia de la República - 
que prosperó-, la solicitud de declaración de interés del Ministerio de Educación y Cultura. Así comenzamos 
en el año 2009 con este proyecto. Logramos la declaración de interés del Director General del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Maestro Óscar Gómez. Ya cuando hablamos con la Directora saliente, magíster 
Edith Moraes, nos dijo que le parecía fantástico el proyecto y que debíamos llevarlo adelante. Además, 
dentro del Programa de Primaria por primera vez aparece como obligatorio las actividades acuáticas, 
definiéndose como una adaptación de los niños al medio acuático. 


Fuimos más allá con la Escuela N* 65, Sarandí, que durante diez años concurre al Club Neptuno; lleva 160 
niños por año, dos veces por semana, diez veces al mes. También hicimos convenio con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, que nos entrega US$ 50.000 por 160 niños, dos veces por semana, durante diez 


años; eso implica que cada niño paga menos de $ 8 cada vez que entra. Quiero que quede clara esa cuenta. 
Nosotros lo hacemos de muy buena fe y con un gran corazón, pero no alcanza. 


Para continuar con la devolución que ha tenido este proyecto, queremos mencionar la declaración que hizo la 
entonces Directora General del Consejo de Educación Secundaria, profesora Pilar Ubilla, quien manifestó 
que debíamos llevar adelante este proyecto, al igual que la señora Graciela González. Las profesoras Ana 
Deservici y Laura Verdía, quienes están presentes, tenían un proyecto llamado "Proyecto Agua del Liceo 

N* 61", que fue incorporado en este proyecto y se hizo de forma gratuita en el Club Neptuno, llevando a los 
gurises de los Liceos N* 61 y N” 1. O sea que nosotros siempre estamos colaborando y brindando beneficios 
para la sociedad. Vinieron 300 niños del Inau. Hoy no pudo concurrir el representante del Inau, pero con la 
Ley N” 18.083 -en el TOCAF, el Inau no tenía la misma limitación- logramos hacerlo, pero nos encontramos 
con que las empresas no donan, porque pierden un 18,73%. Por ejemplo, si las empresas cambian esos 
certificados de IRAE -no soy experto en el tema-, si hacen adelantos de pago o si los cambian por 
certificados de importación, obtienen el 100% de la deducción del IRAE. De esta forma, solo obtienen el 
81,25%. O sea que si hubiéramos logrado hacer esto, el Estado pagaría el 81,25%. 


Hay una resolución de ANEP, que figura en el Acta N* 61, la Resolución N* 35, expediente 1-5243/10, 
autorizando la realización del convenio entre el CES y el Club Neptuno. O sea que fue aprobado, pero no lo 
pudimos llevar a cabo por la falta de fondos porque, además, ese proyecto era para 1.700 niños de 
Secundaria. Está la declaración de interés del Ministerio de Educación y Cultura, y hay un análisis de la 
Asesoría Letrada de Secundaria y de la Dirección del CES, de cuáles fueron los inconvenientes que 
encontramos. 


Queremos decirles qué es lo que podemos hacer. Me gustaría hablar de los beneficios del deporte, pero creo 
que todos los tenemos claro. Las profesoras venían para hablar de lo lindo que fue esto, no solo desde el 
punto de vista de la salud y de la integración, sino también por lo bien que se pasa dentro de un club 
deportivo, pero voy a dar por hecho que los señores Diputados ya lo saben. 


Está presente el señor Diputado Groba, integrante de la Comisión Especial para el Deporte, que fue a visitar 
el Club Neptuno. Quisiera decir por qué el Club Neptuno es de los más indicados para llevar adelante este 
proyecto, aunque no quiere decir que los demás no lo sean. El Club Neptuno tiene 11 gimnasios, la única 
piscina de 50 metros de Montevideo, una piscina de 25 metros que estamos sacando adelante y 17.000 metros 
cuadrados construidos. Es el "gigante de la Aduana", como nos decían antes. Realmente tenemos capacidad 
como para dar este servicio a 5.000 o 6.000 niños. Actualmente, el club tiene 4.500 socios, cuando llegó a 
tener 12.000, por lo que estamos subutilizados. Invertir en esto -porque no es un gasto, sino una inversión- 
significa invertir en educación, en seguridad, en la base del deporte. Hace poco escuché unas declaraciones 
del señor Diputado Trobo, referidas a qué delegación íbamos a tener para Londres 2012. ¿Dónde está la base 
del deporte? ¿Cómo llegamos arriba, a la pirámide, que es el deporte de alto rendimiento? Ampliando las 
bases deportivas. Y estos proyectos son para niños que no tienen la oportunidad de ir a un club deportivo: 
niños de Primaria, chicos de Secundaria y niños del Inau. 


Voy a leer la solicitud que trajimos: "Montevideo 27 de julio 2012.- Sres. Integrantes de la Comisión de 
Hacienda:.- De acuerdo a lo actuado con anterioridad debemos destacar algunos inconvenientes para la 
realización del proyecto por intermedio de la ley de Donaciones Especiales 18.083". Me refiero al Proyecto 
"Niños al agua". Sigo leyendo: "1. Ni Enseñanza Primaria ni Secundaria, pueden recibir donaciones para 
dirigirlas a rubros distintos a alimentación, reparación de edificios, compra de útiles.- 2. Las empresas que 
supuestamente deberían colaborar, invocando el decreto de Responsabilidad Social Empresarial, obtienen 
mayores beneficios del IRAE generado dándole otro destino". No soy un experto, pero según el contador del 
club y según los contadores de las empresas, con los adelantos del IRAE y con los descuentos de los 
certificados de importación, obtienen casi el 100% del rédito del IRAE. De cualquier manera, si lo 
hiciéramos con donaciones, el Estado estaría pagando el 81,25% de la inversión. Habíamos propuesto que esa 
inversión fuera la cuota que tenía que pagar un niño para ir al club, que es de $ 900 al mes. Cuando se 
presentó el proyecto era de $ 790, pero ahora es de $ 900. 


Continúo: "Por lo tanto en esta oportunidad venimos a solicitar que se financie el Proyecto Niños al Agua, 
para lo cual Neptuno ofrece reducir el costo de la inversión en 50% del mismo" -o sea que por hacer este 
proyecto cobraríamos la mitad de la cuota que cobramos a un niño común y corriente- "con lo cual el estado 
solo debería abonar $ 450" -porque el costo actual de la cuota es $ 900- "por participante por mes, para 1700 


niños de secundaria, 1000 de primaria y 300 de Inau (...)", que sería en primera instancia para aumentar este 
plan piloto y dar un segundo paso. Proponemos un tercer paso, luego de un año de una primera experiencia: 
hacer la ampliación a los 5.000 niños. 


Acá no lo agregué, pero debo recordar que CUTCSA colaboraba con nosotros. Cuando nos dimos cuenta de 
que nos habíamos ampliado a 5.000 niños, ya nos íbamos a la periferia de Montevideo, y había chiquilines 
que tenían problemas para llegar. Tenemos el apoyo de CUTCSA, que nos daba dos ómnibus en concordato 
para el club, para este proyecto. O sea que por ese lado también venía bien encaminado. 


Sigo leyendo: "Sin cerrar esta posibilidad para otros clubes que quieran participar del mismo, debemos 
agregar que como ya lo comprobaron los integrantes de la Comisión de Deportes, Neptuno, el gigante de la 
Aduana, es el único capaz de albergar tal capacidad de participantes en sus instalaciones". Eso es 
fundamental que lo comprendan. No creo que haya otro club que en este momento pueda ofrecer este 
servicio. 


Finalizando: "Esperando una pronta resolución para poder llevar a cabo nuestro proyecto, saluda 
atentamente, Luis Pardiñas, Director de Proyectos Especiales”. 


SEÑOR GROBA.- Quería dejar una constancia. El Club Neptuno ha hecho esta propuesta en forma 
reiterada en la Comisión Especial para el Deporte de la Cámara de Diputados, donde hemos visto con 
muy buenos ojos el ofrecimiento que hacen como institución, fundamentalmente para los niños más 
carenciados, a través de acuerdos con las escuelas o con el INAU, a través de los Centros Comunales, a 
través de la Intendencia, a través de los acuerdos y convenios que se puedan hacer para favorecer que 
muchos niños puedan no solo integrar una disciplina deportiva, sino también aprender a nadar, en un 
país donde tenemos tantos ríos, arroyos y mares. En la Comisión Especial para el Deporte -consta en la 
versión taquigráfica- nos ha parecido una muy buena idea. 


Quiero dejar esta constancia en la versión taquigráfica, porque es importante destacar el esfuerzo importante 
que hace una institución, con la historia que tiene este club, al venir y abrir sus puertas a las posibilidades de 
promover acuerdos. A nosotros nos pareció muy bien e, inclusive, les hicimos la sugerencia de que vinieran 
aquí a hacer su planteo, porque tal vez algunos de los convenios pueden hacerse a través de los artículos 
relativos a los Subsidios y Subvenciones, como una forma de empezar una primera etapa de relacionamiento 
con la sociedad. 


Quería dejar esta constancia porque, naturalmente, visitamos las estructuras y fuimos a ver qué ofrecía el 
Club Neptuno. En la versión taquigráfica de la Comisión Especial de Deportes figura lo que han expresado 
los distintos señores Diputados al respecto 


Saludo a la delegación y les doy la seguridad de que se tendrá en cuenta la propuesta del club. 
SEÑOR PARDIÑAS.- Les agradecemos que nos hayan recibido. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Buenas tardes y muchas gracias. 

(Se retira de Sala una delegación del Club Neptuno) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Canaria de Autismo y TGD del Uruguay) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a una delegación de la 
Asociación Canaria de Autismo y TGD del Uruguay, integrada por su Presidenta, la señora María Rosa 
Morais, y por la asistente social Lorena Oxlay. 


En el día de hoy estamos recibiendo delegaciones, cuyos planteos serán considerados por el subgrupo de 


Subsidios y Subvenciones ya que, seguramente, concurrieron a esta Asesora a solicitar una colaboración del 
Estado a fin de poder llevar adelante la importante actividad que desarrollan. 


SEÑORA MORAIS.- Voy a hacer una breve reseña de nuestra asociación. 


En primer lugar, quiero decir que hace dos años solicitamos una subvención. 


Formamos parte de una asociación civil que funciona en el departamento de Canelones; nuestra asociación es 
la única del departamento que trabaja con autismo y trastorno del desarrollo. Quisiera comentar que 
funcionamos como institución desde el 1* de agosto de 2007 pero, en realidad, empezamos a trabajar hace 
diez años en los domicilios de los niños. En ese entonces, atendíamos a una población bastante solvente, y a 
partir de allí decidimos conformar una institución para los niños, jóvenes y adolescentes que no tenían 
recursos. 


El TGD es un trastorno social y de comunicación dentro del autismo. Un estudio que realizó el Hospital 
Pereira Rossell el año pasado indica que hay más niños con autismo, o TEA -Trastorno del Espectro Autista-, 
que con Síndrome de Down, espina bífida o diabetes infantil. El autismo es un trastorno que no se ve, como 
el Síndrome de Down que es visible. De pronto, tenemos frente a nosotros a una persona autista y no lo 
percibimos, ya que quienes padecen este trastorno no tienen una característica física específica. 


Por otro lado, en la carpeta que entregamos a la Comisión consta una reseña relativa a la subvención. De 
todos modos, quiero decir que la subvención que recibimos actualmente, en forma mensual, es de $ 20.833, 
por ello le rendimos cuentas al Mides. En este momento, pagamos $ 16.000 al BPS, además de las facturas de 
OSE, UTE y otros gastos. En realidad, rendimos cuentas solo por los $ 20.833 que recibimos de subvención, 
pero nuestras erogaciones son superiores a ese monto, ya que debemos pagar sueldos y cubrir otros gastos. 
Por tanto, los gastos de nuestra Asociación superan casi dos veces el monto que recibimos como subvención. 


Por esta razón, durante todo el año realizamos rifas, beneficios y cenas. Además, tenemos socios 
colaboradores y algunos papás también realizan aportes, ya que atendemos una población bastante 
carenciada; y el 1” de agosto cumplimos cinco años funcionando como centro. 


Por supuesto, hay momentos en que nos sentimos superados, porque muchos de los que trabajamos allí lo 
hacemos en forma honoraria, y no lo hacemos desde hace un mes o dos, sino desde hace cinco años. En 
realidad, la tarea es muy difícil. Cuando concurrimos la primera vez al Parlamento a solicitar esta 
subvención, un Diputado nos dijo que no era digno que donáramos tanto tiempo, pero nosotros tenemos 
puesta la camiseta. Además, trabajamos con una población que no está siendo considerada en lo educativo ni 
en lo social. Decimos esto porque, por ejemplo, tenemos niños a los que les falta un 4% para llegar al baremo 
y a ellos no se les ha otorgando la pensión correspondiente. Estos niños, si bien reciben el plan del MIDES, 
están en una situación crítica, ya que dicho plan no cubre el asistente social, el psicomotricista, el 
fonoaudiólogo o la terapia educativa. Ojalá en Uruguay, en un futuro podamos decir que tenemos a una 
Temple Grandin, quien estuvo hace unos días en nuestro país. Esta señora, que tiene casi sesenta años, es 
autista y es doctora. El autismo puede ser severo o no, pero quien padece un autismo de alto rendimiento 
puede mejorar su calidad de vida. 


Asimismo, este año se obtuvo un avance positivo en la parte educativa, ya que Primaria va a capacitar a 
docentes para hacer integración. En Canelones hace tres años que hay niños autistas integrados al sistema 
educativo, por ejemplo, en Soca, en la Costa de Oro y en Santa Rosa, pero eso es algo que conseguimos 
nosotros como institución, ya que no hay ninguna ley en ese sentido. Nosotros sabemos que es muy difícil 
lograr la integración; a veces se utiliza ese término cuando, en realidad, no es eso lo que se hace, ya que dicha 
inclusión no se hace en su totalidad, sino un ratito. Para nosotros eso no es integración, porque a estos niños, 
por ejemplo, no se les lleva a los paseos. En realidad, nosotros cumplimos todas las funciones: la educativa, 
la relativa a la salud y la social, sobre la que hablará mas adelante la asistente social. 


Como dije anteriormente, en la carpeta que entregamos figuran todos los gastos que tenemos, que suman 
entre $ 46.000 y $ 55.000 mensuales. Por tanto, como recibimos $ 20.833 de subvención tenemos que hacer 
otras cosas para poder llegar a ese monto. Nuestra asociación está ubicada en la ciudad de Pando, que es una 
ciudad chica, y hace cinco años que venimos golpeando puertas para conseguir una colaboración; la gente 
está cansada y a veces nos pregunta: ¿Otra vez van a hacer un beneficio? Y le respondemos que sí, porque la 
asociación debe tener las puertas abiertas, lo cual es difícil. 


Por tanto, sería de gran ayuda que la Comisión reviera nuestra situación a fin de que nuestra asociación 
recibiera una colaboración mayor. 


SEÑORA OXLAY.- Quiero señalar la importancia de la subvención, porque en la órbita estatal no hay 
nadie que se encargue de estos niños y adolescentes con este tipo de discapacidades. No nos podemos 
olvidar que ellos también son sujetos de derecho y que se merecen tener un lugar donde puedan recibir 
una atención integral. Los servicios que existen son privados. El único centro específico que atiende 
este tipo de poblaciones se encuentra en Canelones. Como se decía, estos chicos provienen de familias 
en situaciones socioeconómicas de riesgo, a las que les es muy difícil acceder a este tipo de servicios, 
que son privados. En muchos casos, su único ingreso es el Plan de Equidad o la Tarjeta del Mides y, a 
veces, ni siquiera llegan al baremo y no pueden acceder a la pensión. Por lo tanto, no se encuentran en 
condiciones de costear un tratamiento de este tipo. 


Como decía la Presidenta Morais, ellos requieren de una atención desde la salud, la educación, lo social, y 
eso no es nada barato. Además, muchas veces son invisibles a nuestros ojos, porque no tienen características 
físicas diferentes a otros niños y, en algunos casos, son ocultados por las familias. Por esas razones, nosotros 
nos convertimos en sus voceras. 


Ellos necesitan un lugar y estaría bueno dárselo. Si bien esta plata no es mucha y no da para cubrir los 
sueldos de todos los que trabajamos ahí, suma y es importante. Y gracias a la subvención que recibimos hace 
dos años pudimos seguir funcionando. 


Quiero decir también que tenemos niños becados -así le llamamos nosotros-, que son aquellos que no pueden 
pagar el tratamiento. No obstante, se les brinda la atención, y las terapeutas, la psicóloga y asistente social 
donamos las horas. Esto es bueno para ellos porque pueden acceder al tratamiento, pero no lo es para los que 
están en lista de espera. Nosotros hacemos evaluaciones de las situaciones y nos damos cuenta de que cada 
vez son más las familias de bajos recursos que necesitan acceder a este tipo de servicios tendientes a mejorar 
su calidad de vida. La mayoría de los chiquilines están en la etapa de la primera infancia, por lo que es muy 
importante llegar a ellos en ese momento. No es lo mismo trabajar -si bien se obtienen resultados- ya en la 
adolescencia que en la primera infancia. Por eso estaría muy bueno que pudieran acceder a eso. 


Si tienen alguna duda, podemos responderla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comento a los señores Diputados que la Asociación ha dejado una carpeta 
con datos para ampliar lo que han presentado en el día de hoy. 


SEÑORA MORAIS.- En otra oportunidad, nos habían planteado que hiciéramos el convenio con BPS. 
Al respecto, quiero señalar que tenemos habilitación de Salud Pública, de Bomberos, todas las 
habilitaciones MEC, y el BPS no nos hace el convenio porque no tenemos fonoaudiólogo. No hay 
fonoaudiólogo recibido en Uruguay que tenga horas disponibles. La Gerenta de BPS que da la orden es 
fonoaudióloga y me dice que sabe que es así. Si tuviéramos BPS hoy no estaríamos acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un integrante directo del Subgrupo, que podrá transmitir estas 
posiciones y evaluar la situación en la que ustedes se encuentran. 


Agradecemos su visita. 

SEÑORA MORAIS.- Muchas gracias por recibirnos. 

(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Canaria de Autismo) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Fundación Dianova Uruguay) 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación de la Fundación Dianova Uruguay, integrada por 
señor Jordi Alos, Presidente, el señor Gerardo Rumbo, Director Terapéutico, y la señora Elisa Stivan, 
Responsable del Area de Contabilidad y Finanzas. 


SEÑOR ALOS.- La Fundación Dianova Uruguay se define como una institución que contribuye al 
desarrollo social a través de programas de educación y la intervención en el área de los consumos 
problemáticos de drogas. Somos más conocidos por este segundo apartado. 


Todas las instituciones tenemos nuestras fortalezas y debilidades y, con los años, uno aprende a identificar 
dónde están las dificultades. Nosotros consideramos que nuestros usuarios, que son personas que consumen 
drogas y tienen dificultades, jamás pueden ser el problema de la institución, sino que detrás de alguien que 
quiere dejar el consumo de drogas hay una oportunidad. 


Nuestros equipos técnicos tampoco constituyen una dificultad: son equipos formados, comprometidos y 
solidarios. Lo que sí es una dificultad siempre son los equilibrios económicos necesarios para llevar a cabo la 
labor que nos proponemos. Vamos intentar desglosaros sintéticamente dónde identificamos que tenemos 
estos problemas, y por eso estamos aquí. 


Para nosotros es una oportunidad poder explicar lo que hacemos e intentar acceder a esta subvención. Uno de 
los motivos de estar aquí es el modelo de institución que pretendemos ser. Dianova es una institución que, 
desde su creación, se propuso cumplir con la normativa legal en todas las áreas. Y eso nos llevó, en el área de 
tratamiento, a tener los centros habilitados por el Ministerio de Salud Pública, con las respectivas exigencias 
de equipos técnicos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


En todo el país hay solo dos instituciones habilitadas por el Ministerio -hasta donde yo sé- y una de ellas 
es Dianova. En cuanto a lo municipal, legalizamos todas las construcciones e infraestructura necesarias para 
el desarrollo de nuestro trabajo. En cuanto al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Dianova quiso salirse 
bastante del voluntariado. Todas las personas que trabajan en esta fundación están en planilla, cumplimos 
rigurosamente con lo que exige el Consejo de Salarios e intentamos dar trabajo de calidad. Mis compañeros 
van a explicar otras dificultades que se nos presentan. 


SEÑOR RUMBO.- El abordaje que tenemos en Dianova es de tipo interdisciplinario biopsicosocial, en 
el cual trabajan diversos tipos de profesionales: médicos, enfermeros, asistentes sociales, operadores, 
etcétera, con el fin de dar respuesta a las necesidades que las personas tengan con relación a las 
problemáticas que atendemos, sea cual sea el requerimiento. O sea que tratamos de amoldar nuestros 
programas y nuestra forma de trabajo a lo que las personas realmente necesitan. Esto también 
significa tener actividades acordes e infraestructura adecuada para desarrollar los programas. Por 
consiguiente, articular todas estas cuestiones considerando aspectos de individualidad en el proceso 
significa un alto costo, porque hay que tener equipos bien armados y actividades bien funcionales. No 
son respuestas de pan para todo el mundo, sino que tratamos de focalizarnos en lo que requiere cada 
persona, que creemos que es la forma en que un proceso terapéutico puede ser exitoso. 


SEÑORA STIVAN.- Voy a comentar la parte de costos, que es la que me corresponde. 


Un problema que tenemos es el de las dificultades que presentan las familias en cuanto al pago de los 
tratamientos de cada usuario y su mantenimiento. Por ejemplo, en el año 2011, de lo que teníamos 
presupuestado tuvimos un déficit de $ 430.000 por ese concepto que mencionaba. 


Otra cuestión es el mantenimiento de los equipos, es decir, el costo mensual para mantener los equipos 
multidisciplinarios -psicólogos, asistentes sociales y demás- es de $ 1:000.000, abarca a 37 personas, y de 
2010 a la fecha se incrementó un 20%. 


SEÑOR RUMBO.- Tenemos dos públicos objetivo. Uno es en convenio con INAU, para adolescentes, y 
el otro es para adultos que pagan su propio tratamiento. 


Cuando asumimos trabajar con una persona que paga su tratamiento, o que lo hace la familia, de entrada 
sabemos que puede haber dificultades económicas. El asunto es qué pasa cuando la persona está en 
tratamiento, en el segundo, tercer o cuarto mes, y en determinado momento la familia no puede pagar más. 
¿Cortamos el proceso? Esa es la cuestión, lo cual nos pone en un compromiso ético-profesional en nuestra 


intervención. En determinados momentos, para la persona, cortar el proceso puede ser algo así como dar un 
salto al vacío. Por lo tanto, asumimos continuar trabajando con esa persona y esto significa costos 
económicos realmente importantes. Por lo menos seguimos trabajando hasta que la persona pueda alcanzar 
una estabilización desde el punto de vista de su reincorporación social que le permita tener herramientas para 
pelear afuera. 


Con respecto al mantenimiento de los equipos, debo decir que es algo muy importante. Si bien nosotros 
podemos decir -porque legalmente es adecuado- que hoy tenemos diez trabajadores, mañana once y pasado 
mañana nueve, la realidad de la conformación de un equipo no funciona de esa manera. Primero, por una 
cuestión de seguridad del trabajador, en el sentido de asegurarle que va a trabajar y mantener una estabilidad 
anímica que le permita enfrentar, a la hora de las intervenciones, este tipo de problemáticas. Y, por otro lado, 
también hay una cuestión relativa al aprendizaje, el tiempo que le lleva a un trabajador conocer cómo 
manejar este tipo de situaciones. Ese tiempo puede ser de seis meses, un año o un año y medio. Por lo tanto, 
cuando se constituye un equipo, nuestra prioridad es mantenerlo a lo largo del tiempo para que pueda ser 
efectivo con las personas con las cuales trabajamos e intervenimos. 


Esto por supuesto que significa costos que debemos sostener en el tiempo y es independiente de la cantidad 
de plazas que podamos tener ocupadas o no. A veces nos baja la cantidad de plazas, tenemos quince, luego 
veinte, bueno, pero no por eso vamos a bajar la cantidad de personal que integra el equipo. Para nosotros eso 
implica un costo importante, pero que si queremos dar respuesta a las personas y ser efectivos debemos 
sostenerl. 


SEÑOR ALOS.- En 2010, Dianova atendió en forma directa a 121 personas; en 2011 fueron 185, y 
hasta el mes de junio de 2012 son 154 las personas atendidas directamente. En esas cifras no incluimos 
la atención que se da a los núcleos familiares que normalmente son abordados. Creemos que en estos 
momentos tenemos que hacer una mejora en el abordaje al grupo familiar, que siempre se ve afectado 
por estas situaciones. 


Por otra parte, también tenemos un tipo de población que son adolescentes de sectores sociales muy 
desfavorecidos, cuyos tratamientos son pagados por INAÚ. Dicho instituto tiene un modelo según el cual 
nosotros rendimos bimensualmente el cien por cien de los importes recibidos. Además, INAU nos paga por 
plaza, por persona atendida y no por proyecto. En ese sentido, estamos obligados siempre a mantener el 
equipo de atención a INAU en forma óptima, haya catorce, dieciséis o veinte personas, pero la ecuación 
económica nos cambia mucho. También nos ocurre que el dispositivo de INAU no nos permite tener ningún 
tipo de capacidad de reinversión, y, por el tipo de población atendida, que presentan dificultades de conducta 
en algunos casos, se produce un deterioro permanente de las infraestructuras de los centros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. A efectos del posterior análisis por parte del Grupo de 
Trabajo, solicitamos que nos envíen estados contables donde el déficit mencionado por la señora Stivan 
pueda ser apreciado, es decir, que figuren los ingresos, los egresos y sus conceptos. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- ¿Sería posible que se nos aportara una idea del costo del tratamiento y 
su extensión? 


SEÑORA STIVAN.- El costo del tratamiento privado es de $ 35.000 mensuales. Este costo está 
equilibrando lo que sería el presupuesto de gastos por usuario. 


SEÑOR RUMBO.- La extensión del tratamiento depende de cada situación. En el caso de los adultos es 
de alrededor de cuatro o cinco meses, promedialmente, y en el caso de los adolescentes de INAU es de 
aproximadamente ocho o nueve meses. Es un promedio entre la persona que se va a las tres o cuatro 
semanas y la que sostiene el tratamiento durante un año, en cualquiera de las modalidades de 
intervención: residencial diurno o ambulatoria. 


SEÑOR STIVAN.- Quiero aclarar que INAU nos paga por persona aproximadamente $ 13.000, que 
depende del valor de la UR. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La información que nos han brindado será complementada con la 
documentación que se les solicitó, la que nos permitirá acceder a la dimensión de la operación y del 
déficit. 


Agradecemos vuestra presencia en la Comisión. Tendrán noticias nuestras a partir del trabajo del 
Subcomisión de Subsidios y Subvenciones, que analizará todas las solicitudes. 


(Se retira de Sala la delegación de la Fundación Dianova) 


——Tenemos pendiente una solicitud de los integrantes de la Junta de Transparencia y Ética Pública, Juntep, 
para ser recibidos por la Comisión. En su momento, estuvieron en la Comisión Especial con Fines 
Legislativos Vinculados al Lavado de Activos y Crimen Organizado planteando un proyecto de ley, y querían 
saber si hay posibilidades de incluirlo en esta Rendición de Cuentas. Lo presentaron al Ministerio de 
Educación y Cultura y no fue recogido. Intentaremos ubicarlos, de acuerdo con el cronograma del lunes, 
entre la CND y el Ministerio de Relaciones Exteriores o al final de la tarde, después del TCR. 


El Tribunal de Cuentas nos ha comunicado, por nota, que recién a fin de mes tendrá el dictamen. Sus 
autoridades concurren a la Comisión el lunes 30. Espero que ese día se considere fin de mes y lo traigan. De 
lo contrario, como ya ha sucedido en alguna otra oportunidad, lo tendremos recién al momento de la votación 
en Comisión. 


(Ingresa a Sala una delegación de la institución Querer La Vida, Quelavi) 


—La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a la delegación de 
la institución Querer La Vida, Quelavi, de Jóvenes con Capacidades Diferentes, integrada por las 
coordinadoras, señoras Tania Ocampo y Alicia Valdez. 


En virtud de que son muchas las delegaciones que solicitaron ser recibidas y de que disponemos de poco 
tiempo, los integrantes de la Comisión hemos acordado que, luego de la presentación de diez minutos de cada 
delegación, no habrá preguntas, por lo que sería bueno que nos dejaran algún material por escrito sobre la 
actividad que realizan. Todas las solicitudes para ser contemplados en el capítulo Subsidios y Subvenciones, 
serán estudiadas por el Grupo de Trabajo creado a esos efectos. 


SEÑORA OCAMPO.- La institución Quelavi nace en el seno del Consejo de Vecinos hace exactamente 
diez años. Es una institución para jóvenes con capacidades diferentes. La Escuela N” 242, de 
recuperación, asiste a los chicos hasta los quince años. La preocupación de los padres era que, una vez 
que cumplían quince años, no tenían a dónde llevarlos. Estamos hablando de jóvenes con capacidades 
diferentes, la mayoría de los cuales son dependientes. Es decir que conocen, con ciertas limitaciones, 
sus espacios y los lugares a los que asisten todos los días. 


Como decía, trabajamos en el Consejo de Vecinos y en conjunto con el Centro Comunal, siendo yo Concejal, 
hablamos con el Director del Zonal 18 para pedir apoyo y con la Secretaría de Gestión Social para la 
Discapacidad de la Intendencia -en ese entonces el Director era Raúl Campanella-, que nos dieron el aval 
para que siguiéramos trabajando, aportando datos y necesidades de la zona. 


Más adelante demostramos ante las autoridades la necesidad imperiosa de contar con un lugar, con un 
espacio, para los chicos a partir de los quince años. Llegamos a tener 35 muchachos trabajando, con distintas 
actividades, con maestra de apoyo -lo que para ellos es muy importante- y con talleres de música, plástica, 
porcelana, pintura en tela, etcétera. 


Luego, la Intendencia nos empezó a ayudar con una partida modal para el alquiler de una casa. Antes de eso, 
las actividades las realizábamos en un rancho que nos cedió el Centro Comunal y que tenía más de ciento 
cincuenta años. Todos los días, antes de que los chicos llegaran a tomar sus clases, llenábamos dos baldes de 
termitas. 


Con el tiempo, la partida modal de la Intendencia fue cambiando: en vez del dinero para el alquiler de la casa, 
era un aporte para pagar el sueldo de una maestra de apoyo, luego para pagar el sueldo de un Secretario y, en 


este momento, también para pagarle a un Coordinador. Recibimos exactamente $ 29.000, ni un peso más ni 
uno menos, que nos da para hacer los aportes al BPS, de modo de tener a las personas dentro de la 
regularidad que corresponde. Tenemos distintos talleristas, que enseñan peluquería, cerámica, porcelana fría, 
flores de medias, música, cocina y huerta. 


El taller de huerta lo pudimos desarrollar gracias a Giancarlo, un cura italiano, dueño del Tambo Caprino, 
quien nos cedió una cuarta hectárea de tierra para realizar nuestra tarea. Por intermedio de Giancarlo nos 
conectamos con una ONG italiana, Onlus. Nosotros hacemos un pequeño proyecto y recibimos una ayuda de 
€ 5.000 para comprar semillas y herramientas para trabajar, para pagar el sueldo del tallerista y el de una 
asistente social. Pero todo es a pulmón. 


En este momento tenemos 22 chicos a los que cobramos $ 450 por mes, que a veces lo pagan en tres y cuatro 
veces. Con eso pagamos el alquiler, el agua, la luz, el teléfono y el viático que le damos al tallerista cuando 
viene a trabajar con nosotros. 


El asunto es que no nos da y seguimos trabajando a pulmón. No pude agregar -porque la carpeta para traer ya 
estaba preparada- que en el día de ayer el dueño de la casa me comunicó que nos va a subir el alquiler a más 
de seis mil pesos, que está en todo su derecho de hacerlo. Yo pedí una prórroga porque ganamos el 
presupuesto participativo y, en la votación del 30 de octubre, los vecinos decidieron que Quelavi debía tener 
su casa pero todavía no lo ha logrado. Entonces, como dije, pedí la prórroga al dueño de la casa en marzo y 
prácticamente estamos pisando agosto. El dueño, en todo su derecho, quiere sacar un rédito de la casa, pero 
nosotros no podemos dárselo. No podemos contar con el apoyo del BPS para los chicos que cobran pensión - 
a Quelavi asisten chicos que cobran pensión y los que no tienen pensión tienen los mismos derechos- porque 
la Dirección Nacional de Bomberos no da la habilitación, ya que es una casa que tiene una sola entrada y al 
fondo se hizo un salón pero se entra por fuera. Entonces, hasta que no tengamos nuestra casa no se puede 
hacer un convenio con el BPS. Estamos en una situación económica muy delicada. 


Hemos recibido siete visitas de los chicos a los que les gusta lo ajeno y la última fue con un incendio. En el 
2009 y 2010 con un presupuesto participativo los vecinos adquirieron elementos para Quelavi. En este 
momento estamos como en una cajita de oro porque todos los elementos que tenemos son nuevos pero no 
contamos ni con un peso. Este es el tema. 


Además, Quelavi tiene una peculiaridad: es sostenida por la comunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vemos que ustedes trajeron una carpeta para dejarnos, que vamos a repartir 
entre nosotros y también la remitiremos al grupo de trabajo que está considerando todas las solicitudes 
recibidas sobre apoyo del rubro de Subsidios y Subvenciones. 


Muchas gracias por vuestra visita. 
(Se retira de Sala una delegación de la institución Querer la Vida, Quelavi) 


(Ingresan a Sala representantes de la Fundación del Instituto Psicopedagógico Uruguayo, IPPU) 


La Comisión de Presupuestos con gusto recibe a una delegación del IPPU, Instituto Psicopedagógico 
Uruguayo, integrada por el contador Martín Gabard y los psicólogos Inés Roubaud y Fernando Sierra. 


Cabe aclarar que en esta Comisión estamos trabajando con un régimen especial para recibir a delegaciones 
que seguramente solicitarán el apoyo del Estado a través del rubro Subsidios y Subvenciones. 


SEÑOR SIERRA.- Muchas gracias por recibirnos. El material ya lo hemos entregado a la Comisión 
hace unos días. 


Nosotros venimos en representación del Instituto Psicopedagógico Uruguayo que se crea en 1980 y que en 
1983 se transforma en fundación con el objetivo de atender a niños, adolescentes y jóvenes que en este país 
prácticamente no tenían lugar donde ser atendidos. Estamos hablando de niños con trastorno generalizado de 
desarrollo, trastorno del espectro autista o autismo, depende de cómo se lo quiera conceptualizar. 


Desde su inicio la fundación apuntó al tema de la plena inclusión. Estos niños no tenían lugar de inserción 
institucional -tampoco sus familias tenían lugares claros de referencia- y, a través de la fundación, fueron 
encontrando lugares en instituciones comunes de nuestro país. La fundación fue y es referencial en todo lo 
que hace a los trastornos del espectro autista. En ese sentido se implementaron distintos dispositivos y se 
trabajó muchísimo todo lo vinculado a la inclusión educativa porque en aquel momento -afortunadamente 
esto cambió y bastante- estos niños no podían acudir a otros centros. 


El tema es que la fundación no se quedó solamente con el trabajo de niños con trastornos del espectro autista 
sino que, partiendo de una concepción social de la discapacidad y, a su vez, asumiendo la responsabilidad que 
ello supone -contamos con una subvención del Estado desde hace unos cuantos años- entendíamos que 
nuestra obligación era brindar servicios en la medida de lo posible, y apoyos a nivel de todo el país. 
Comenzamos a trabajar en la rehabilitación de base comunitaria, que es una estrategia que plantea la 
Organización Mundial de la Salud y la Organización Panamericana de la Salud que apunta a la plena 
inclusión de las personas con discapacidad en los medios en que vive. 


Siempre existió la fantasía de que los mejores servicios estaban en Montevideo. En ese sentido, conocimos 

situaciones de padecimiento de muchas familias que dejaban sus cosas en sus lugares de origen para venir a 
Montevideo con la pretensión de obtener la cura con relación al tratamiento de sus hijos. Pero, obviamente, 
esto no es así. 


Entonces, empezamos a instrumentar estrategias de rehabilitación de base comunitaria en el interior del país. 
En ese sentido, hoy hay una experiencia referencial en la ciudad de San Ramón, en el departamento de 
Canelones. También hemos tenido la suerte de participar en otros lugares tratando de promover esta 
modalidad de intervención de desarrollo inclusivo a nivel comunitario. La rehabilitación de base comunitaria 
apunta a toda la población y no solo a las personas con discapacidad. Este es un aspecto no menor. Por lo 
general, cuando se habla de la discapacidad se piensa en un problema de algunos -el 7,7% de la población o 
el 10% si se toman parámetros internacionales- y no que afecta a todos directa o indirectamente. En nuestro 
país hay aproximadamente 250.000 personas que presentan por lo menos una discapacidad. Una de cada 
cuatro personas mayores de 65 años tendrá o tiene una discapacidad. El 18% de los niños, adolescentes y 
jóvenes tienen alguna discapacidad. Este tema nos toca directa o indirectamente a todos. 


El otro aspecto en el que históricamente se ha incurrido en el mundo tiene que ver con que uno tiende a 
reproducir la modalidad y la mecánica de la problemática de la población con la cual trabaja. Cuando uno 
trabaja con una población que le cuesta comunicarse, interactuar e integrarse, de alguna manera hace lo 
mismo. Entonces, no trabaja con otros. El primer movimiento es reconocer que tengo un problema y tratar de 
ver cómo lo resuelvo, generando mis dispositivos. En ese sentido se fue dando una serie de creaciones de 
instituciones que son necesarias, pero que quizás podrían serlo mucho más si pudiésemos trabajar de manera 
asociada o complementaria. 


En el año 2004 la fundación crea un portal vinculado al tema discapacidad, que hasta el momento no existía 
en el Uruguay, a los efectos de obtener información respecto al tema. A partir de ese momento se creó el 
portal Discapacidad Uruguay, con la intención de democratizar la información y tratar de aportar en el 
sentido de que todas las instituciones, y las personas con y sin discapacidad pudieran complementar 
servicios. Esto se da muy bien en el interior, sobre todo a través de estas actividades que planteamos como la 
rehabilitación de base comunitaria. Las comunidades se apropian de esto, logrando que servicios y 
oportunidades que estaban latentes, que no eran utilizados, comienzan a serlo naturalmente. 


La fundación está abocada a la creación de un dispositivo para la aplicación y el trabajo con las nuevas 
tecnologías. Con relación al tema del autismo, hay un gran camino por recorrer vinculado con la realidad 
virtual y con la implementación de dispositivos que permitan el trabajo en esta modalidad. Hemos hecho 
algunos contactos con la Facultad de Ingeniería, a los efectos de participar de algún proyecto de investigación 
a nivel de grado o de posgrado. Nos hemos contactado con algunas empresas importantes a efectos de lograr 
su participación en este proyecto de investigación, con la pretensión de desarrollar herramientas para luego 
ponerlas a disposición de la población a través de la plataforma del portal Discapacidad Uruguay. 


Asimismo, hemos participado activamente en proyectos con el Ministerio de Salud Pública. El 17 de 
diciembre nos plantearon si podíamos contribuir a la preparación de un proyecto, cuyo plazo se vencía el 31 
de diciembre. Presentamos ese proyecto apuntando al desarrollo y fortalecimiento de municipios saludables, 
a los efectos de combatir las enfermedades crónicas no transmisibles. Ese proyecto, de US$ 1:500.000 no fue 


seleccionado. En esa misma línea, presentamos otro, que involucraría a los departamentos de Canelones, 
Colonia, Paysandú, Artigas, Treinta y Tres y Rivera, y que apunta a la creación de espacios comunitarios 
saludables. 


Todo esto lo hace la fundación por considerar que es parte de su responsabilidad. El Estado nos financia una 
parte y nosotros tenemos que participar activamente en promover iniciativas que apunten a la mejora de la 
calidad de vida de todos. 


Las enfermedades crónicas no transmisibles son la causante del 70% de las muertes de este país, se llevan el 
60% de los costos en salud. Según estudios de la Organización Mundial de la Salud y de la Organización 
Panamericana de Salud, cada dólar que se invierte en actividad física se ahorran US$ 3,2 en gastos de salud. 


Venimos a esta Comisión -como lo hacemos habitualmente en estas instancias- para agradecer el apoyo y 
para solicitar que se considere a la fundación al momento de destinar nuevos rubros que permitan sostenerla. 


En la fundación trabajamos veintiocho personas y el salario promedio está en el entorno de los $ 10.000 y el 
salario mayor ronda los $ 23.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la información. Todo el material que dejaron será 
remitido al grupo que está trabajando en la asignación para el rubro Subsidios y Subvenciones. 


Esperemos que con el avance del Sistema Nacional de Cuidados algunas de estas problemáticas puedan ser 
vistas más globalmente. 


(Se retira de Sala la delegación de la fundación del Instituto Psicopedagógico Uruguay, IPPU) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Academia Nacional de Medicina) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Presidente de la Academia Nacional de Medicina, 
académico Hernán Artucio, al Segundo Vicepresidente, académico Carlos Romero, al Secretario General, 
académico Eduardo Wilson, y al Tesorero, académico Mario Medici. 


SEÑOR ARTUCIO.- Estamos muy agradecidos por haber sido recibidos. 


La Academia Nacional de Medicina es una institución que depende del Ministerio de Educación y Cultura, y 
tiene treinta años de existencia. Naturalmente, está dedicada a todo lo que tiene que ver con la calificación en 
medicina. 


Por un lado, nuestra Academia tiene una actividad interna de calificación y de revisión de aspectos de la 
medicina y, por otro, tiene su faz social que consta de dos partes. En una de ellas, se trabaja en lo 
estrictamente científico, con reuniones especiales para médicos a fin de considerar determinados temas. Otra 
de ellas, son los temas sociales que en los últimos años la Academia los ha encarado. Por ejemplo, el año 
pasado, la Academia encaró el tema de la ética médica, la hipertensión arterial y la radioprotección, en dos 
niveles. Por un lado, estos temas se analizaron desde el punto de vista médico y, por otro, a nivel social. En el 
caso de la hipertensión, se hizo un trabajo de difusión muy importante en todo el país, resaltando la 
importancia del control de la presión arterial. El académico Romero estuvo a cargo de esa presentación. 


Para estos dos años, tenemos un par de temas realmente importantes; uno de ellos, se va a encarar con un 
enfoque técnico y social. Me refiero a temas como la drogadicción y los accidentes de tránsito, para lo cual 
pensamos hacer coloquios, jornadas y traer invitados extranjeros. Esa es la actividad de la Academia 
Nacional de Medicina. Naturalmente, todo ello implica fondos. 


Los recursos asignados a la Academia durante el año pasado fueron unos $ 800.000. Realmente, se trata de 
una suma insuficiente como para pagar los sueldos de las secretarias, etcétera, y tuvimos que recurrir a 
donaciones de laboratorios e, inclusive, a aportes personales de los académicos. La Academia tiene un 
presupuesto muy exiguo, que no se condice con toda su actividad. Es por ello que para el año próximo 
pensamos en un presupuesto de $ 1:900.000. Eso nos permitiría cumplir con toda la actividad de la Academia 
y mantener toda la parte de Secretaría y publicaciones. Por ejemplo, tenemos publicaciones y boletines en los 


que se recoge toda la actividad de los académicos y de las jornadas que se hacen para la sociedad médica y 
para la sociedad en su conjunto que, por falta de fondos, no hemos podido publicar desde hace cinco años. 
Debido a lo exiguo del presupuesto, va a ser muy difícil organizar las jornadas porque hay que invitar a 
especialistas extranjeros, etcétera. 


SEÑOR WILSON.- Creo que nuestro Presidente ha sido muy explícito. Simplemente, quisiera decir 
que el presupuesto está destinado hacia esas finalidades. Nosotros aspiramos a que el presupuesto que 
obtengamos del Estado sea suficiente para cubrir todas las actividades normales. 


Más de una vez hemos tenido acceso a refuerzos extrapresupuestales -esperamos seguir teniéndolo en el 
futuro-, como donaciones o colaboraciones de la industria farmacéutica, a fin de realizar los eventos 
puntuales de la Academia. Esos ingresos extrapresupuestales estarían destinados a permitir lo que hasta ahora 
no se ha podido hacer, que es progresar y desarrollar la infraestructura de la Academia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué vínculos pueden tener con el Colegio Médico recientemente creado por 
ley como con las distintas asociaciones gremiales médicas tanto de Montevideo como del interior? 


SEÑOR ARTUCIO.- En realidad, no tenemos ningún vínculo funcional; por supuesto que tenemos 
relaciones muy buenas con todas las sociedades científicas del país, pero no tenemos ningún vínculo 
funcional especial. En las actividades de la Academia generalmente colabora alguna sociedad científica 
que esté relacionada con ella, pero no tenemos vinculación específica con ninguna, tampoco con el 
Colegio Médico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


Ustedes han propuesto un monto de aporte a los efectos del subsidio. Si bien ha quedado registrado en la 
versión taquigráfica, les agradecería que si es posible nos dejen algún material sobre este tema de manera de 
entregarlo al grupo de trabajo que está analizando todas estas propuestas. 


Enviaremos copia de la versión taquigráfica al Ministerio de Educación y Cultura con el cual ustedes están 
relacionados. 


Agradecemos su presencia en la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Academia Nacional de Medicina) 


Por el día de hoy, terminamos con las entrevistas. Dejamos constancia de que se está repartiendo el 
material que entregaron los representantes de la Academia Nacional de Medicina. 


Esta Comisión se reunirá el próximo lunes a la hora 12 para recibir a las autoridades del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Asimismo, a continuación de la 
comparecencia de la Corporación Nacional para el Desarrollo -a la que otorgamos más horario que el 
previsto originalmente-, trataremos de recibir a las autoridades de la Junta de Ética y Transparencia Pública 
que solicitó concurrir a esta Comisión, lo que hasta el momento no ha sido posible. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Por qué asunto solicitaron entrevista? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por un tema que ya han presentado en la Comisión Especial con Fines 
Legislativos vinculados al Lavado de Activos y Crimen Organizado. La propuesta es establecer por ley 
alguna resolución que han tomado -de acuerdo con las facultades que les otorga la ley-, por la que se 
incluye entre los sujetos obligados a quienes ejercen la dirección de empresas de derecho privado que 
sean propiedad de empresas públicas. 


SEÑOR BERNINI.- En la Comisión hay acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, en la Comisión hay acuerdo, pero no se ha resuelto al respecto. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 3) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


